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Resumen

La digitalizacién de la Administracién publica se ha convertido en la Unién Eu-
ropea en una politica palanca para alcanzar el mercado tnico digital. Este hecho viene
impregnando todo el derecho interno. El funcionamiento ad intra de la Adminis-
tracion publica se ha visto sometido a una progresiva reforma, que estd teniendo un
profuso impacto en la relacién con el ciudadano. En este contexto, las prerrogativas
administrativas se han visto reforzadas en detrimento de las garantias de los derechos
del ciudadano.

Para abordar esta problemdtica, este estudio analiza el concepto de servicios
publicos digitales, su naturaleza juridica y las competencias estatales en la materia.
Se clarifica la vertiente organizativa y prestacional de dichos servicios. Analizamos el
avance en el reconocimiento de derechos en el entorno digital y criticamos el decai-
miento del derecho a la relacion presencial. En especial hacemos énfasis en la pérdida
de garantias del ciudadano en la relacién administrativa electrénica.

1 Esta publicacién es parte del proyecto de investigacién de Excelencia PID2021-

124031NB-C42, financiado por MCIN/AEI/FEDER, UE.
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Abstract

In the European Union, the digitisation of the public administration has beco-
me a policy lever to achieve the digital single market. This has permeated all domestic
laws. The ad intra operation of the Public Administration has been subjected to a
progressive reform, which is having a profound impact on the relationship with the
citizen. In this context, administrative prerogatives have been reinforced to the detri-
ment of the guarantees of the citizens’ rights.

In order to address this problem, this study analyses the concept of digital pu-
blic services, their legal nature and state competences in this area. The organisational
and delivery aspects of these services are clarified. We analyse the progress in the
recognition of rights in the digital environment and criticise the decline of the right
to face to face interaction. In particular, we emphasise the loss of citizens guarantees
in the electronic administrative interaction.
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I.  EL CONCEPTO DE SERVICIOS PUBLICOS DIGITALES

1.  LOS SERVICIOS PUBLICOS DIGITALES EN EL MARCO DE LAS POLITICAS
PUBLICAS

Términos como administracién electrénica, comunicaciones electréni-
cas, servicios publicos digitales, servicios electrénicos, afloran en los diferentes
documentos que concretan las politicas publicas referidas a la digitalizacién de la
Administracién publica, sin que exista una definicién precisa de los mismos. En
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todo caso, podemos avanzar que su sustrato no es otro que la aplicacién de las
TIC para mejorar los servicios que ofrece la Administracién, definicién que Pifiar
Manas aplica a la administracién electrénica®.

Para su clarificacién debemos acudir a las labores de armonizacién que la
Unién Europea (en adelante UE) estd realizando en esta materia. Desde hace
miés de dos décadas la UE viene apostando por la creacién del mercado tnico
digital’, en el que la digitalizacién de la Administracién publica desempefia un
importante papel dada la intervencién administrativa en la actividad econémica
y su evidente impacto en las empresas y en la vida de los ciudadanos. Sirva como
muestra la aprobacién, bajo el paraguas de Una Agenda Digital para Europa de
2010, del Plan de Accién Europeo sobre Administracién Electrénica 2011-2015;
y al amparo de la Estrategia para el Mercado Unico Digital de 2015, el Plan de
Accién sobre Administracién Electrénica de la UE 2016-2020%. En estos textos se
observa como el fomento de la administracién electrénica tiene como prioridad
politica la implantacién de un mercado digital europeo, que favorezca la actividad
econdmica de las empresas, con una reduccién/facilitacién de las cargas burocra-

Véase J. L. Pinar Manas (2011), «En torno a la administracién electrénicar, Estudios y Co-
mentarios legislativos, comentario a la obra Administracion electronica y ciudadanos, Aranza-
di. Sobre la irrupcién de las TIC en las relaciones entre los ciudadanos y la Administraciéon
publica y su afectacion al concepto de servicio puiblico, E. Malaret Garcia, «Los servicios
publicos informacionales: la emergencia de nuevos servicios publicos en la sociedad de la
informacién y del conocimiento», Revista de Dret Public, nim.35, 2007, pags.1-31.
Como principales antecedentes, desde el afio 2000, la UE se ha comprometido con una
economia europea mds competitiva mediante el impulso de la digitalizacién, tomando
como motor a la administracion electrénica. Asi, se llevan a cabo estrategias y planes que
se refieren a los servicios publicos digitales, a servicios publicos en linea, al aprendizaje
y la salud en linea. La Comisién Europea ha aprobado: eEurope 2002: Una sociedad de
la informacién para todos; eEurope 2002, Impacto y prioridades; eEurope 2005: Una
sociedad de la informacién para todos; el papel de la administracion electrénica en el
futuro de Europa. Bruselas, 2003; el Plan de accién sobre administracién electrénica
i2010. Acelerar la administracién electrénica en Europa en beneficio de todos. Bruselas,
aprobado en 2006.

Una Agenda Digital para Europa (Comunicacién de la Comisién al Parlamento Euro-
peo, al Consejo, al Comité Econdémico y Social europeo y al Comité de las Regiones.
Bruselas, 19.5.2010); Plan de Accién Europeo sobre Administracién Electrénica 2011-
2015 (Comunicacién de la Comisién al Parlamento europeo, al Consejo, al Comité
Econémico y Social europeo y al Comité de las Regiones. Bruselas, 15.12.2010); Estra-
tegia para el Mercado Unico Digital (Comunicacién de la Comisién al Parlamento eu-
ropeo, al Consejo, al Comité Econémico y Social europeo y al Comité de las Regiones.
Bruselas, 6.5.2015); el Plan de Accién sobre Administracién Electrénica de la UE 2016-
2020 (Comunicacién de la Comisién al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité
Econémico y Social europeo y al Comité de las Regiones. Bruselas, 19.4.2016) en el
que se alude a los servicios publicos digitales como pilar en la reduccién de las cargas
administrativas de empresas y ciudadanos.
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ticas. En estas iniciativas politicas no observamos que el ciudadano, considerado
individualmente, se coloque en el centro de este proceso de digitalizacién. Asi lo
demuestran algunos de los principios que, segtn el citado Plan de Accién sobre
Administracién Electrénica de la UE 2016-2020, deben regir aquella digitali-
zacion: versién digital por defecto (aunque propugne que se dejen otros canales
abiertos para quienes estén desconectados por eleccion o necesidad); «ventanilla
tGnica» y con diferentes canales y principio «solo una vez» (principios claramente
favorables a la relacién Administracién/empresas); principio de escala transfron-
teriza o la interoperabilidad por defecto.

Mis recientemente, la Brijula Digital 2030° prescinde del término admi-
nistracion electrénica aludiendo a la digitalizacion de los servicios publicos. El
reforzamiento en la prestacién de servicios digitales derivado de la pandemia
del COVID-19 hace que la Comisién Europea se marque cuatro objetivos en el
citado texto: la capacitacién digital de ciudadanos y profesionales, las infraestruc-
turas digitales sostenibles y conectadas, la transformacién digital de las empresas
y la digitalizacién de los servicios publicos. Aunque la Brujula Digital no esta-
blece ninguna priorizacién o secuenciacién en el logro de dichos objetivos, resulta
evidente que su propia enumeracién la establece. Asi, no podremos alcanzar la
digitalizacién de las empresas o de los servicios publicos, o al menos la misma
no serd inclusiva, si previamente no apostamos por la capacitacién digital y por
la extensién de infraestructuras. En la misma linea, el Programa de Politicas de
la Década Digital 2030° establece concretos objetivos de digitalizacién de los ser-
vicios publicos (prestacién 100% accesible en linea de servicios publicos clave;
100% de acceso a la historia clinica electrénica y 100% de acceso a medios de
identificacién electrénica).

En el contexto europeo de los tltimos veinte anos hemos asistido a la pro-
gresiva implantacién de una administracién electrénica, que conlleva indudables
ventajas para la actividad econémica’, pero de la que también derivan riesgos
como los que pone de manifiesto la Brijula Digital 2030 (la dependencia tecno-
légica externa de la UE, la desinformacién de la sociedad, la brecha digital, entre

Comunicacién de la Comisién al Parlamento europeo, al Consejo, al Comité Econédmico
y Social europeo y al Comité de las Regiones: Brajula Digital 2030, el enfoque de Europa
para el Decenio Digital [COM (2021), Bruselas, 9.3.2021].

©  Art. 4 de la Decisién (UE) 2022/2481, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de di-
ciembre de 2022, por la que se establece el Programa de Politicas de la Década Digital 2030.
La comunicacién de la Comisién al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Econémi-
co y Social europeo y al Comité de las Regiones, El papel de la administracién electrénica
en el futuro de Europa. Bruselas, 26.9.2003, cifraba en el 2-3% del PIB el coste de las car-
gas administrativas. Por su parte, la Comunicacién de la Comisién al Parlamento Europeo,
al Consejo, al Comité Econdmico y Social europeo y al Comité de las Regiones: Plan de
accién sobre administracién electrénica 12010, Acelerar la administracién electrénica en
Europa en beneficio de todos. Bruselas, 25.04.2000, se referfa a la reduccién de los costes
de contratacién y de transaccién derivados de la contratacién electrénica.
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otros). Junto a esos riesgos ha emergido la necesidad de situar a las personas en el
centro de la transformacién digital y de potenciar la solidaridad e inclusién digi-
tal, como manifiesta la Declaracién Europea sobre Derechos y Principios Digita-
les para la Década Digital de 2023¥.

A nivel nacional las politicas de digitalizacién de la Administracién
publica mds recientes vienen de la mano de «Espana Digital 2026»° y del Plan
de Digitalizacién de las Administraciones Publicas 2021-25'". El primero de
dichos textos se articula en torno a diez ejes estratégicos entre los que se
sitia impulsar la digitalizacién de las Administraciones publicas. A lo largo
del texto son opimas las referencias a los servicios publicos digitales, citando
algunos de los que deben servir como proyectos tractores de la digitalizacién
de los servicios publicos (digitalizacién de la justicia, digitalizacién de los ser-
vicios de empleo, digitalizacién de las politicas de inclusidn, seguridad social
y migraciones, digitalizacién de los servicios prestados por las delegaciones del
Gobierno...). Estas referencias muestran el concepto amplio que de servicios
publicos se maneja en las politicas de digitalizacién, incluyendo la justicia
como servicio publico.

Por su parte, el Plan de Digitalizacién de las Administraciones publicas
2021-2025, como parte del Plan de Recuperacién, Transformacién y Resilien-
cia, pone el acento en la mejora de la eficiencia de las Administraciones pabli-
cas. Nos encontramos ante un Plan de Digitalizacién que mira esencialmente
ad intra de la Administracién publica, y principalmente referido a la Admi-
nistracién General del Estado. La digitalizacién de la Administracién publica
para ser eficaz requiere que afecte a todo el entramado organizativo y que preste
atencién a las relaciones con los ciudadanos y empresas. De ahi la necesidad de
que este Plan de Digitalizacién de las Administraciones Publicas vaya paralelo
en su desarrollo con el Plan Nacional de Competencias Digitales, con el Plan
de Digitalizacién de PYMEs y con el Plan para la conectividad y las infraestruc-
turas digitales'".

Tanto a nivel comunitario como interno la digitalizacién de la actividad
econémica, y mds especificamente de la Administracién publica, es un objetivo
ineludible a corto y largo plazo. De la citada planificacién deriva la aprobacién de
normas que vienen a consolidar las relaciones digitales entre la Administracién y
el ciudadano.

Declaracién conjunta del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisién: Declara-
cién Europea sobre Derechos y Principios Digitales para la Década Digital [COM (2023/
C23/01)].

Puede consultarse el texto en: https://tinyurl.com/23w22a3e.

%" Plan de Digitalizacién de las Administraciones ptiblicas 2021-2025: Estrategia en materia
de Administracién Digital y servicios publicos digitales. Ministerio de Asuntos Econémi-
cos y Transformacién Digital, Enero, 2021.

""" Estos planes pueden consultarse en: https://tinyurl.com/5n8ueyxs.
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2. EL CONTEXTO NORMATIVO PARA DEFINIR LOS SERVICIOS PUBLICOS
DIGITALES

En desarrollo de la comentada politica comunitaria de impulso a la digita-
lizacién de la Administracién publica, la UE viene aprobando un nutrido marco
normativo con objeto de aproximar las legislaciones nacionales para garantizar el
establecimiento y funcionamiento del mercado interior (arts. 114.1 y 26 TFUE).
Junto a ese objetivo se sittian otros como: garantizar el derecho de la ciudadania
comunitaria a circular y residir libremente en el territorio de la UE (arts. 21.1 y
2 TFUE), a lo que puede contribuir la digitalizacién del mercado; el estableci-
miento de su politica sobre redes transeuropeas en el sector de las telecomunica-
ciones para favorecer la interconexién e interoperabilidad de las redes nacionales
(arts. 171.1 y 172 TFUE) y otras politicas ptblicas conexas (politica industrial
orientada al desarrollo tecnoldgico, la cohesién econdmica, social y territorial,
cooperacion administrativa, proteccién de los consumidores, salud publica, edu-
cacién y formacidn profesional, empleo, entre otras).

El derecho derivado se ha ocupado de aspectos tales como: las redes tran-
seuropeas en el sector digital'; la creacién de una pasarela digital tnica para que
ciudadanos y empresas puedan acceder a informacién, procedimientos y servicios
relacionados con sus derechos en el mercado interior, el uso de procedimientos
por usuarios transfronterizos y el principio de «solo una vez»'; la creacién de solu-
ciones de interoperabilidad para las Administraciones ptblicas europeas'; datos
abiertos y reutilizacién de la informacién del sector publico'; la identificacién
electrénica y los servicios de confianza en las transacciones electrénicas'®; o la
accesibilidad a sitios web y aplicaciones para dispositivos mdviles de los organis-

'2" Reglamento (UE) 2021/1153, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio, por
el que se establece el mecanismo «Conectar Europa» y se derogan los Reglamentos (UE)
1316/2013 y 283/2014.

'3 Reglamento (UE) 2018/1724 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 2 de octubre de
2018, relativo a la creacién de una pasarela digital tnica de acceso a informacién, procedi-
mientos y servicios de asistencia y resolucion de problemas.

1" Los programas ISA (periodo 2010-2015) e ISA2 (periodo 2016-2020), relativos a las soluciones
de interoperabilidad y los marcos comunes para las Administraciones publicas, las empresas y
los ciudadanos europeos, como medio de modernizacién del sector pablico; en la actualidad
sustituidos por la regulacién contenida en el Reglamento 2021/694, de 29 de abril.

15 Directiva (UE) 2019/1024 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019,

relativa a los datos abiertos y la reutilizacién de la informacion del sector publico.

Materia regulada en el Reglamento (UE) 910/2014, del Parlamento Europeo y del Con-

sejo, de 23 de julio de 2014, en el que se establece las condiciones en que los Estados

miembros deben reconocer la identificacién electrénica de personas fisicas y juridicas, los
servicios de confianza, en especial en las transacciones electrénicas, y el marco juridico para
las firmas electrénicas, sellos electrénicos, documentos electrénicos, etc.

16
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mos publicos'. Todas ellas regulaciones directamente orientadas a la digitaliza-
cién del sector publico.

Respecto a lo que ahora nos interesa, clarificar el concepto de servicios publi-
cos digitales, de esa abundante regulacién queremos destacar el Reglamento por el
que se establece el Programa Europa Digital, aprobado en 2021'%, que define las
infraestructuras de servicios digitales como aquellas que permiten que se presten
por via electrénica, los servicios en red, especialmente por internet. Aunque no
define los servicios digitales, queda claro que alude a aquellos que se prestan en
red, destacando los prestados a través de internet. Por tanto, lo digital hace refe-
rencia de forma principal al medio a través del cual se presta el servicio (pudiendo
este ser un servicio administrativo o publico cldsico o un nuevo servicio).

Cuando el derecho derivado contiene una definicién de servicios digitales la
misma atiende, ademds de al medio a través del cual se presta el servicio (medio
digital), a su cardcter econdémico, vinculdndolo a prestaciones realizadas en el
marco de un contrato y bajo contraprestacién econémica'. En cambio, el con-
cepto de servicios publicos digitales que prestan las Administraciones publicas, al
que nos referimos, pone el acento de forma principal en el medio de prestacién
(no presencial) y en el objeto (el propio del concreto servicio a que nos refiramos).

A nivel interno, la regulacién de la digitalizacién de la Administracién
publica y de la prestacién de servicios digitales hemos de encuadrarla en las
referencias constitucionales a la Administracién publica. Los arts. 103.1 CE y
149.1.182 CE configuran el marco constitucional para el desarrollo normativo en
materia de Administracién electrénica. Ello sin perjuicio del respeto al derecho
fundamental a la proteccién de datos personales y al honor y a intimidad en el
uso de la informdtica (art. 18.4 CE) y a los principios rectores de la politica social
y econémica que mds directamente pueden verse afectados con la digitalizacién

Directiva 2016/2102, de 26 de octubre, sobre accesibilidad de los sitios web y aplicaciones
para dispositivos méviles de los organismos del sector pablico, que tiene por objeto que
dichos sitios y aplicaciones sean mds accesibles.

18 g Reglamento (UE) 2021/694, de 29 de abril, establece el Programa Europa Digital,
dotdndolo de un presupuesto de 7.588.000.000 euros para el periodo 2021-2027 (art.
9). El citado programa tiene como objetivo acelerar la transformacién digital de la eco-
nomia, y para ello se hace mencidn a las Administraciones publicas, a las que se presta-
rdn actividades de apoyo por parte de los centros europeos de innovacién digital.

Sirva como muestra el concepto de servicio digital recogido en el art. 2.2 de la Directiva
2019/770/UE, de 20 de mayo, sobre aspectos de los contratos de suministro de contenidos
y servicios digitales; el concepto de servicio de la sociedad de la informacién prestado por
via electrénica previsto en el art. 1.b) de la Directiva (UE) 2015/1535, del Parlamento y
del Consejo, de 9 de septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de
informacién en materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios
de la sociedad de la informacién; o la definicién de «servicio de comunicaciones electréni-
cas» que realiza la Directiva 2018/1972/UE, de 11 de diciembre, que establece el Cédigo
Europeo de Comunicaciones Electrénicas.
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de las Administraciones publicas (en materia de empleo, proteccién de la salud, de
la cultura, de los consumidores y usuarios, integracién de discapacitados, etc.).

La normativa marco en materia de digitalizacién de la Administracién
la conforman la Ley 39/2015 del procedimiento administrativo comtn de las
Administraciones Publicas (en adelante Ley 39/2015) y la Ley 40/2015, de Régi-
men Juridico del Sector Publico (en adelante Ley 40/2015). Ambas prefieren uti-
lizar el término «electrénico», a pesar de que el coetdneo Plan de Transformacién
Digital de la Administracién General del Estado se decante por la expresién ser-
vicios digitales®. Dicho predominio del vocablo «electronico» se mantiene en el
Real Decreto 203/2021, sobre actuacién y funcionamiento del sector publico
por medios electrénicos; si bien es cierto que, en consonancia con los documen-
tos comunitarios e internos orientados a la digitalizacién de la Administracién,
identifica en su predimbulo como uno de sus objetivos «garantizar servicios digi-
tales ficilmente utilizables...», aunque en su articulado prefiere aludir a servicios
electrénicos.

Ante la ausencia de una definicién especifica de servicios publicos digitales,
cabe concluir que con los términos «servicios digitales, servicios ptblicos digita-
les o servicios electrénicos», referidos a una Administracién publica, se alude a
una misma realidad, la prestacién de los tradicionales servicios administrativos o
servicios publicos a través de un medio que no es el presencial, lo que no obsta
al surgimiento de nuevos servicios. Poniendo el acento en la transformacién orga-
nizativa de la Administracién, Gamero Casado se refiere a los servicios bdsicos
de administracién electrénica en referencia a aquellos que debe implementar la
Administracion publica para que las relaciones electrénicas sean una realidad?'.

Concretando mds, el concepto «servicios publicos digitales» hemos de
ponerlo en conexién con las obligaciones de transparencia publica y publicidad
activa que impone la legislacion de transparencia publica®?, que exige prestar ser-
vicios publicos digitales de transparencia publica.

Pero la clarificacién del concepto «servicios publicos digitales» no se limita a
la normativa referenciada. La digitalizacién de servicios o prestaciones en dmbitos
sectoriales de actividad amplifica el marco normativo. A su vez, la importancia

20 Ambas leyes se publicaron simultdneamente al Plan de Transformacién Digital de la Ad-

ministracién General del Estado y sus Organismos Publicos (Estrategia TIC 2025/2020),
aprobado en Consejo de Ministros el 2 de octubre de 2015. El citado plan se refiere a
los servicios publicos digitales, englobando tanto los transaccionales que responden a un
procedimiento legalmente establecido como los servicios informativos en los que hay inte-
raccién pero sin mediar un procedimiento.

21 E. Gamero Casado (2017), Tratado de procedimiento administrativo comiin y régimen juri-

dico bdsico del sector piiblico, Valencia: Tirant lo Blanch (pdgs. 126-127).

22 Arts. 5.4, 10 y 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la in-
formacién publica y buen gobierno.
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del soporte exige tener en cuenta las previsiones de la nueva LGT*. Y como
contrapunto, toda esa normativa en la que se enmarca el desenvolvimiento de
la Administracién digital y de los servicios publicos digitales se ve condicionada
y limitada por la Ley Orgénica de Proteccién de Datos y garantia de derechos
digitales*®. Como ha sostenido Martin Delgado, el reto de la digitalizacién radica
en compaginar la eficacia administrativa con la proteccién de los derechos de los
ciudadanos®.

Siguiendo la estela de la normativa de la Unién Europea, las normas estatales
que contienen definiciones de servicios digitales las refieren a servicios prestados
como actividad econémica®, por lo que quedan fuera de nuestro estudio. Tam-
poco serdn objeto de andlisis las normas autonémicas que han regulado la Admi-
nistracion digital, lo que no impide reconocer el importante papel que compete a
las CC. AA., como instituciones mds préximas al ciudadano, para paliar la brecha
digital, limitando la generalizacién de la relacién electrénica obligatoria?, aspecto
en el que incidiremos de forma especial en este estudio.

2 Art. 3.b) dela Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones (LGT).
24 Ley Orgdnica 3/2018, de 5 de diciembre, de Proteccién de Datos Personales y garantfa de
los derechos digitales.
25 1. Martin Delgado (2018), «El acceso electrdnico a los servicios publicos: hacia un modelo
de administracién digital auténticamente innovador», en T. de la Quadra Salcedo y J.L.
Pifar Manas (dirs), Sociedad Digital y Derecho, Madrid: BOE, Ministerio de Industria,
Comercio y Turismo y RED.ES, pdgs. 179-203 (p4g. 181).
Anexo, letra a, de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la informa-
cién y de comercio electronico; art. 59 bis) letra 0) del Real Decreto Legislativo 1/07, de 16
de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de Consumidores
y Usuarios. Por su parte, de especial interés, por cuanto es requisito previo imprescindible
para poder prestar servicios publicos digitales, es el concepto de «servicios de comunicacio-
nes electrénicas» que recoge el Anexo I11.70 de la LGT, como aquel prestado por lo general
a cambio de una remuneracién a través de redes de comunicaciones electrénicas (sistemas
de transmisién que permiten el transporte de sefiales mediante cables, ondas hertzianas,
medios pticos o electromagnéticos, sistemas de tendido eléctrico...), que incluye: el ser-
vicio de internet, el servicio de comunicaciones interpersonales y servicios de transporte
de sefiales. Como vemos, la contraprestacién econémica suele ser elemento importante
en la definicién de estos servicios. A su vez, los «servicios de comunicacién audiovisual,
definidos en el art. 2 de la Ley 13/2022, de 7 de julio, General de Comunicacién Audiovi-
sual, se centran en la finalidad del servicio, proporcionar programas al objeto de informar,
entretener, educar al publico en general o emitir comunicaciones comerciales.

27" Cabe destacar el art. 5 de la Ley 4/2019, de 17 de julio, de administracién digital de Ga-
licia que regula los «servicios puablicos digitales» en referencia al uso de las TIC y técnicas
avanzadas de tratamiento de datos para realizar «nuevas actividades prestacionales». En
particular alude al desarrollo de servicios publicos digitales que «atiendan de manera per-
sonalizada a la ciudadania, habida cuenta de sus circunstancias», que «tengan en cuenta las
caracteristicas especiales del medio rural...», y que, en todo caso, no supongan una «elimi-

26
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Il.  NATURALEZA JURIDICA DEL SERVICIO PUBLICO DIGITAL

1. DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE SERVICIOS
PUBLICOS DIGITALES

La creacién y supresion de servicios publicos digitales y su prestacién al
ciudadano entronca con la competencia estatal prevista en el art. 149.1.182 CE,
en su triple vertiente de competencia exclusiva sobre el procedimiento adminis-
trativo comun, bdsica sobre régimen juridico de las Administraciones publicas y
el régimen de su personal. Los elementos que conforman el procedimiento admi-
nistrativo electrénico® son competencia exclusiva del Estado, correspondiéndole
a su vez la regulacion bdsica sobre la propia organizacién y funcionamiento digi-
tal de la Administracién puablica”. La extension e intensidad de esa regulacién
bésica serd mayor cuando afecte a la actividad externa de la Administracién y a
la esfera de los derechos e intereses de los administrados, como ha sostenido de
forma reiterada el Tribunal Constitucional, dado que el fundamento de dicha
normativa bdsica no es otro que la garantia de un tratamiento comun ante las
Administraciones publicas, y en algunos supuestos la necesidad de garantizar
otros intereses generales (por todas, STC 55/2018)*. En este sentido, si bien «el
diseno, creacién y mantenimiento de «servicios de administracién electrénica» es

nacién, reduccién o condicionamiento indebido de los derechos reconocidos o atribuidos
a la ciudadania».

Catalufia también cuenta con su Ley 29/2010, de 3 de agosto, del uso de los medios elec-
trénicos en el sector publico de Cataluna y el Decreto 76/2020, de 4 de agosto, de Admi-
nistracion Digital. Este reglamento dedica su titulo II a los «servicios digitales», regulando el
gobierno de los datos, su intercambio y archivo, asi como, la creacién de servicios digitales.
Por su parte, Andalucia, como otras CC. AA., cuenta con reglamento especifico en admi-
nistraciéon electrénica (Decreto 622/2019, de 27 de diciembre, de Administracién elec-
trénica, simplificacién de procedimientos y racionalizacién organizativa de la Junta de
Andalucfa).

Los elementos que conforman el procedimiento administrativo, predicables también del
electrénico, han sido determinados por doctrina reiterada del Tribunal Constitucional
(SSTC 227/88, 130/203, 166/2014, 33/2018, 55/2018, 110/2018). Al respecto, entre
otros, I. Gonzélez Rios (2018), «La vis expansiva del concepto «procedimiento administra-
tivo comtn» en nuestros dias», RAP, 207, pdgs. 127-175 (pags. 127-130).

Como sostiene E. Gamero Casado (2017, pdg. 165), los titulos competenciales sobre pro-
cedimiento administrativo comin y régimen juridico de las Administraciones publicas no
presentan contornos de diferenciacién nitidos.

28

29

30 Citando doctrina reiterada, la STC 55/2018, FJ 4° recoge, como materias que integran

el régimen juridico bdsico de las Administraciones publicas, «la composicién, estructura
y competencias de los érganos de las Administraciones publicas», «las potestades admi-
nistrativas que se confieren a dichas entidades para el cumplimiento de sus fines» (STC
22711988, FJ 24) o las «relaciones interadministrativas».
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un aspecto central de la potestad de autoorganizacién inherente a la autonomia
(STC 111/2016, Fj.11, STC 142/2018)°'», ello no impide que el Estado basdn-
dose en el art. 149.1.182 CE, pueda promover la implantacién generalizada, al
menor coste posible, de las TIC en los procedimientos y servicios administrativos,
con fundamento en los principios constitucionales de eficiencia y estabilidad pre-
supuestaria, lo que constituye una base del régimen juridico de las Administra-
ciones publicas que no vulnera la autonomia organizativa de las CC. AA. y de los
entes locales (STC 55/2018, FJ 11).

Por tanto, el Estado —ex art. 149.1.182 CE— puede limitar la potestad de
autoorganizacion de las CC. AA. y entes locales respecto de servicios de admi-
nistracion electrénica, para garantizar un tratamiento comdn a los ciudadanos y
los principios de eficiencia y estabilidad presupuestaria®®. No se trata de anular la
potestad de autoorganizacién, sino de conciliar autonomia organizativa con cohe-
sién administrativa —como ha sostenido Sdnchez Morén—>, que en el caso de
servicios digitales consideramos que se traduce en cohesién social.

A pesar de esta generosa interpretacién competencial que realiza el TC,
hemos de tener en cuenta que el legislador estatal no tiene una competencia para
la digitalizacién del procedimiento administrativo y del régimen juridico de la
Administracién puablica exenta de limites. El principio de eficacia en la actua-
cién administrativa, la potestad organizatoria o las competencias sustantivas
por razén de la materia que ostentan las CC. AA. actdan como limites a aquella
competencia estatal. Como ha establecido el TC, la eficacia de la Administracién
publica segtin el art. 103 CE funciona como limite a dichas competencias (STC
166/2014). Eficacia en la actuacién administrativa que si se ve en entredicho por
la digitalizacién puede justificar la tutela de los tribunales. Por otro lado, la com-
petencia de las CC. AA. para determinar su propia organizacion forma parte de su

3 Precisamente por esa Vll’lCulaCléI‘l a sus competenc1as que tiene que tener Cl €Jercicio de la

potestad de autoorganizacién de servicios electrénicos, es por lo que el TC reconoce com-
petencia a la Comunidad Auténoma de Catalufia —respecto a la creaciéon de la Agencia
de Ciberseguridad— en cuanto a la proteccién de las redes y sistemas de informacién de la
Administracién de la Generalitat y de su sector publico, pero no en materia de seguridad
publica y telecomunicaciones (STC 142/2018, de 20 de diciembre, ponente: Fernando
Valdés Dal-Ré). En la misma linea se ha manifestado la STS 638/2022, de 30 de mayo,
ponente: Eduardo Calvo Rojas, recordando la necesaria vinculacidn que el ejercicio de la
potestad de autoorganizacién debe tener a las competencias propias de las CC. AA.
32 Al mismo tiempo, el TC ha establecido que el Estado puede, con fundamento en el cita-
do articulo constitucional, afectar a la potestad de autoorganizacién autonémica, cuando
existan razones constitucionales que lo justifiquen, admitiendo asi la constitucionalidad de
la reserva de ley para incluir en procedimientos administrativos especiales trdmites adicio-
nales o distintos de los previstos en la legislacion de procedimiento administrativo comin
(art. 1.2 Ley 39/2015).
33 M. Sinchez Morén (2021), Derecho Administrativo. Parte General, Madrid: Tecnos
(pdg. 229).
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autonomia y no puede ser eliminada por una configuracién excesivamente amplia
de la normativa bdsica del Estado sobre régimen juridico de la Administracién
publica (STC 93/2017, F] 7 a). Al mismo tiempo, la competencia para establecer
los procedimientos administrativos especiales por razén de la materia permite a
las CC. AA. en ¢jercicio de sus competencias sustantivas la regulacién de los mis-
mos, siempre en el marco de las normas de procedimiento administrativo comiin
dictadas por el Estado (STC 55/2018, FJ 4°). Por tanto, la competencia estatal
para la implementacién de los servicios publicos prestados en red no es absoluta.

Por otro lado, consideramos que otra materia que tiene especial relevancia para
clarificar la distribucién de competencias en la regulacion de los servicios publicos
digitales es la relativa al régimen estatutario de los funcionarios; a la misma no se ha
referido la doctrina jurisprudencial comentada. La prestacién de servicios digitales
requiere de una reorganizaciéon funcional interna del personal al servicio del sector
publico, de una mayor capacitacién digital —a «empleados digitales» se refiere Arroyo
Yanes*— y de la concrecién de los derechos del empleado publico en el entorno digi-
tal. La regulacién bésica aplicable al personal al servicio de la Administracién publica
contenida en el Real Decreto Legislativo 5/2015 EBEP* ha venido a garantizar el
derecho a la intimidad del trabajador en el uso de dispositivos digitales y a la desco-
nexién digital (art. 14 j bis), o la posibilidad de organizar el trabajo haciendo uso del
teletrabajo, cuando las necesidades del servicio lo permitan y previa autorizacién (art.
47 bis). Aspectos bésicos que afectan a la organizacion funcional de la Administracion
y que deben ser respetados por las CC. AA%.

La regulacién de servicios publicos digitales no puede cenirse al andlisis de
las competencias que se derivan del art. 149.1. 182 de la CE. Cuando nos situa-
mos fuera de los contornos de las citadas competencias, el régimen juridico de
aquellos servicios se aproxima a la materia a la que vaya referida su digitalizacién.
Por consiguiente, por lo que a este estudio se refiere, vamos a centrarnos en dos

3 L. M. Arroyo Yanes (2018), «La digitalizacion de las Administraciones ptiblicas y su impac-
to sobre el régimen juridico de los empleados publicos», RVAP, 18, pdgs. 82-99 (pdgs.91).
Sobre el teletrabajo, véase J. R. Fuentes i Gasé (2023), Régimen juridico-administrativo del
teletrabajo en las Administraciones piiblicas, Valencia: Tirant lo Blanch.

3 Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundi-

do de la Ley del Estatuto Bésico del Empleado Publico.

Téngase en cuenta las sentencias del TS] de Castilla y Leén de 24 de noviembre de 2022,

FJ 3° y de 25 de mayo de 2022, FJ 32, en las que siendo ponente Ana M2 Martinez, se

establece que la denegacién del teletrabajo entra dentro de la potestad de autoorganizacién

de la Administracién, afirmando que el teletrabajo no estd configurado como un derecho
absoluto del trabajador, sino como una forma de organizacién del trabajo que no es la
ordinaria en el 4mbito de la Administracién publica.

En la misma linea, la STS] de Extremadura de 21 de septiembre de 2022, FJ 3°, ponente:

Casiano Rojas, dispone que, dadas las propias caracteristicas de cada Administracién pui-

blica, el teletrabajo se realizard en funcién de las normas que apruebe cada Administracion

publica, con base en los arts.149.1.72 y 182 de la CE.

36
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servicios publicos en sentido estricto (la sanidad y la educacién)®” para clarificar
la naturaleza y el régimen juridico aplicable a los mismos cuando nos referimos a
su prestacion en formato electrénico o digital. Partimos en este estudio de la con-
sideracién de que la digitalizacién de servicios publicos afecta a la organizacién
administrativa (potestad de autoorganizacién), a los derechos de los ciudadanos y
a la concrecién de estos en cada dmbito prestacional especifico®®.

2. CALIFICACION JURIDICA DE LOS SERVICIOS PUBLICOS DIGITALES
2.1. Funcionamiento administrativo digital y sus limites

Cuando nos referimos a «servicio puablico digital» prestado por las Adminis-
traciones publicas aludimos a aquel conjunto de actividades que esta realiza para
satisfacer el interés general utilizando medios digitales. Se encuadra aqui practi-
camente cualquier tipo de actividad administrativa. Dicha prestacién digital de
servicios publicos tenemos que calificarla como parte del régimen juridico de las
Administraciones publicas y del procedimiento administrativo comin —como
hemos deducido de su dmbito competencial—; régimen juridico que dota a las
Administraciones publicas de importantes potestades para su desenvolvimiento,
destacando la potestad de autoorganizacién, por la reordenaciéon de medios y per-
sonal que requiere. En todo caso, esta actividad digital, o, en sentido mds amplio,
electrénica®, de las Administraciones publicas la analizaremos desde la perspec-
tiva de su incidencia en los ciudadanos y en los derechos constitucionales o legales
a que afecta esa prestacién digital de servicios publicos.

Pero ;cudl es el fundamento de dicha digitalizacién? Como sefala la expo-
sicién de motivos de la Ley 39/2015, el desarrollo de las TIC ha afectado a las
relaciones de la Administracién con los ciudadanos y las empresas; de tal forma
que la eficacia, la eficiencia, la transparencia y la mejora en las garantias de los
interesados se erigen —segun el legislador estatal— en el fundamento del fun-
cionamiento integramente electrénico de las Administraciones publicas. También
el predmbulo de la Ley 40/2015 indica que el funcionamiento electrénico de la

37" Asi, por ejemplo, el perfeccionamiento o formacién del personal docente, sea funcionario

o laboral, en el 4mbito digital se ha encuadrado por el Tribunal Constitucional en la com-
petencia sobre ensefianza, donde las competencias son compartidas entre el Estado y las
CC. AA.; competencia que también habilita al Estado para destinar recursos a la financia-
cién de actividades de preparacién digital del profesorado (STC 184/2012, F] 7.c) y STC
14/2018, FJ 8.¢).

Como ha sefialado I. Martin Delgado (2017), «La reforma de la Administracién electréni-
ca: hacia una auténtica innovacién administrativa», en I. Martin Delgado (dir.), La reforma
de la Administracion electronica: una oportunidad para la innovacion desde el Derecho, INAD,
la implantacién de las TIC en la Administracion lo abarca todo.

38
39

Para incluir la atencién telefénica por parte de las Administraciones publicas.
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Administracién publica debe ser lo habitual, sin aportar mas fundamentacién®.
Funcionamiento interno de la propia Administracién que, sin embargo, tiene una
fuerte incidencia en los ciudadanos con los que mantiene una continua relacion.
Su razén de ser no puede ser otra que la satisfaccion de los intereses generales
segiin marca el art. 103.1 CE; ahora bien, esa regulacién de la digitalizacién de
la Administracién publica simplica un reforzamiento de las potestades adminis-
trativas o es una garantia de los derechos de los ciudadanos? No olvidemos
que —como sostiene Sdnchez Morén— el derecho administrativo tiene como
objetivo esencial la tutela de los derechos e intereses de los ciudadanos®'.

La consagracion legal de la obligacién de relacionarse electronicamente con
la Administracion publica, para determinados colectivos (art. 14.2 Ley 39/2015)
y la posibilidad de que dicha exigencia se haga extensiva a otros por via regla-
mentaria (art. 14.3 Ley 39/2015), unido a la imposibilidad de acceder a servicios
publicos prestados en formato electrénico o digital por parte de ciertos colectivos
de personas o en determinadas zonas geogréficas, puede suponer la vulneracion de
ciertos derechos fundamentales. Entre ellos: a) el derecho a la no discriminacién
«por cualquier condicién o circunstancia personal o social» (art. 14 CE); b) el
derecho a elegir libremente su residencia (art. 19 CE), cuando la imposibilidad de
acceder a servicios publicos esenciales te impide elegir dénde vivir; o, ¢) el derecho
a la educacién, debiendo ser la educacién bésica «obligatoria y gratuita» (art. 27
CE). Otros derechos, sin el cardcter de fundamentales, pueden verse afectados en
la prestacién de servicios digitales por las Administraciones publicas, tal es el caso
del derecho a la proteccién de la salud (art. 43 CE) o la tutela de los derechos
de los disminuidos fisicos, sensoriales y psiquicos (art. 49 CE). Derechos cons-
titucionales que deben servir de garantia frente al poder putblico cuando regula
las relaciones de los ciudadanos con el sector publico, esencialmente cuando se
pretenda cercenar el derecho de las personas fisicas a mantener una relacién pre-
sencial (derecho negativo que cabe deducir del art. 14.1 de la Ley 39/2015).

Al margen de los citados derechos constitucionales, el propio legislador ha
consagrado en la Ley 40/2015 —con fundamento en el art. 103.1 CE— los prin-
cipios que deben regir la actuacién administrativa y sus relaciones®, a los que nos

0 1a ya derogada Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrénico de los ciudadanos a los
servicios publicos, aludia en su exposicién de motivos a la obligacién de la Administracién
de transformarse en una administracion electrnica al servicio del ciudadano, para dar
cumplimiento al principio de eficacia que consagra el art. 103 CE. A lo largo de dicha ex-
posicién de motivos se reiteraba que el fundamento de una administracién electrénica era
prestar un mejor servicio al ciudadano con base en los principios de eficacia y eficiencia.
A su vez, el ahorro de tiempo e inmediatez que otorga la relacién electrénica también se
arglifa como justificacion del acceso electrénico de los ciudadanos a los servicios puablicos.

41 Sanchez Morén (2021, pag. 441).

42 Sobre estos principios puede verse el interesante andlisis de C. Rami6é Matas (2027),

«Principios de actuacién de las Administraciones publicas: andlisis desde la Ciencia po-

litica y de la Administracién», en E. Gamero Casado (dir.), Tratado de procedimiento ad-
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referiremos mds adelante, y que vienen a condicionar la prestacién de servicios
digitales.

Junto a esos derechos constitucionales y principios legales, se deben respetar
los derechos de configuracion legal, en este caso los derechos digitales a que se
refiere la Ley Orgdnica de Proteccién de Datos® y otras normas sectoriales, a las
que nos referimos mds abajo.

2.2. Configuracién prestacional

La calificacién juridica de los servicios publicos digitales no puede limi-
tarse a su configuracién como parte del régimen juridico de las Administra-
ciones publicas y del procedimiento administrativo comin, dado que —como
ha puesto de manifiesto la pandemia del COVID-19— la digitalizacién de la
Administracién ha sido especialmente intensa en el dmbito prestacional o de los
servicios publicos (sanidad, educacidn, servicios sociales). Desde la perspectiva
prestacional el estudio de los servicios publicos digitales requiere analizar el
concreto régimen de algunos de estos servicios y la plasmacién de las exigencias
de digitalizacién que incorporan. Asi, la prestacién de servicios digitales puede
también ir referida a la actividad de prestacién o de servicio ptblico como téc-
nica de intervencién administrativa. Nos referimos a los cldsicos servicios publi-
cos* prestados a través de medios digitales, lo que no excluye la digitalizacién
de servicios de interés general econémicos, en los que su prestacién se realiza
por empresas privadas (servicios de suministro energético, de transportes, de
telecomunicaciones...).

ministrativo comiin y régimen juridico bdsico del sector pitblico (pags. 375-421), Valencia:
Tirant lo Blanch. Prueba de que los servicios electronicos a veces dificultan la relacién
con la Administracién publica es el caso de la cita previa obligatoria, véase M. Ruiz Ce-
niceros (2022), «La cita previa y el derecho al plazo», RAP, 2019, pdgs. 251-272.

Ley Orgdnica 3/2018, de 5 de diciembre, de Proteccién de datos personales y garantia de
derechos digitales.

43

44 Sobre el concepto de servicio publico, entre otros, S. Braconnier (2003): Droit des servi-

ces publics, Paris: PUF Thémis; T. R.Ferndndez Rodriguez (1999), «Del servicio publico
a la liberalizacién desde 1950 hasta hoy», RAP, 150, pdg. 57-74; M. Lombard (2002),
«Service public et service universel, ou la doublé inconsistante», en Les mutations con-
temporaines du droit public, Paris: DAlloz; E. Malaret i Garcia (1997), Régimen juridico
de los servicios piiblicos, Madrid: Consejo General del Poder Judicial; D. Mauro Mallar
(2014), Regulacion y control de los servicios piiblicos, Madrid: Marcial Pons; L. Miguez
Macho (2000), Los servicios piiblicos y el régimen juridico de los usuarios, Barcelona: CEDECS;
S. Munoz Machado (1998), Servicio piiblico y mercado, Madrid: Civitas; J. M2 Souvirén
Morenilla (1997), La actividad de la Administracién y el servicio piiblico, Granada: Co-

mares.
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Nuestro estudio se centra en la digitalizacién de servicios publicos cldsicos y
su incidencia en los ciudadanos®. Nos encontramos en este caso ante los llamados
servicios de interés general no econémicos (SIGNE), que se caracterizan porque
su objeto no es obtener una rentabilidad econémica, sino un beneficio social, y
por la titularidad publica del servicio. En los mismos, la Administracién debe
garantizar que lleguen a los usuarios en condiciones de calidad, regularidad, igual-
dad y asequibilidad®. Otro aspecto relevante en dicha configuracién es que la UE
concibe dichos servicios, a los que califica como SIGY, como un instrumento
para alcanzar la cohesién econémica, social y territorial, y ahi es donde radica la
necesidad de fomentar el uso de servicios ptblicos digitales szricto sensu. Ambos
elementos, la necesidad de que los servicios publicos digitales lleguen a todos los
ciudadanos (en determinadas condiciones) y que contribuyan a la cohesidn social,
justifican su fomento por los poderes publicos.

La prestacién de los clésicos servicios publicos a través de medios electré-
nicos (siempre que la actividad en que consista el servicio lo permita) exige no
olvidar los principios que los rigen y los especificos que derivan de la regulacién
propia del servicio y de su peculiar régimen no presencial. A ellos nos referimos
a continuacioén.

lll.  SERVICIOS PUBLICOS DIGITALES EN SENTIDO ESTRICTO

Cuando un servicio publico se ejecute a través de medios electrénicos o digi-
tales debe ajustarse a los requisitos que la normativa reguladora de cada servicio
publico establezca respecto del acceso al mismo. Siempre teniendo en cuenta que

% Sobre los servicios publicos y los derechos de los ciudadanos A. Expésito Gdzquez
(2022), «Andlisis del régimen juridico de los derechos digitales de los ciudadanos en
sus relaciones con la Administracién publica andaluza», en Castillo Blanco e alt.,
Las politicas de buen gobierno en Andalucia (I): Digitalizacién y transparencia, Sevilla:
Junta de Andalucia, IAA, pdgs. 340-342; J. Valero Torrijos (2000), «Administracién
publica, ciudadanos y nuevas tecnologias», en E/ Derecho Administrativo en el umbral
del siglo XXI. Homenaje al Profesor Dr. D. Ramén Martin Mateo, tomo II1. Valencia:
Tirant lo Blanch, pdgs. 2943-2968.

Sobre los requisitos que deben concurrir en la «publicatio» del servicio véase el detallado
andlisis de Souvirén Morenilla (1997, pags. 196 y ss.).

46

7 gl concepto de servicios de interés general ha sido tratado, entre otros, por I. Gonzélez Rios

(2018), «La indefinicién normativa del concepto de servicios de interés general y su dmbito
material», en I. Gonzdlez Rios (dir.), Servicios de interés general y proteccién de los usuarios
(educacion, sanidad, servicios sociales, vivienda, energia, telecomunicaciones y comunicaciones
electrénicas), Madrid: Dykinson, SL, pdgs. 25-56; J. C. Laguna Paz (2009), Servicios de
interés econdmico geneml, Pamplona: Civitas, Thomson Reuters; J. J. Piernas Lépez (2017),
«La definicién de servicio de interés econémico general en la UE. ;De qué margen dispo-
nen los Estados miembros?», Revista Espariola de Derecho Europeo, 61, pags. 101-128.
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nos encontramos ante una actividad prestacional que debe facilitar, no restringir
o limitar, el acceso del ciudadano.

1. LA APLICACION DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DEL SERVICIO PUBLICO
A LOS SERVICIOS PUBLICOS DIGITALIZADOS

El principio de continuidad debe analizarse en funcién del concreto servicio,
y tratdndose de servicios publicos digitales guarda relacién con la infraestructura
disponible para su prestacién y con el cumplimiento de las normas de seguridad
para evitar ciberataques®. La continuidad en el caso de algunos servicios publicos
(sanitarios, educativos, municipales...) es un requisito de calidad. La calidad del
servicio de titularidad publica, prestado en formato digital, entronca con aspectos
técnicos, con el robustecimiento de las unidades administrativas dedicadas a las
TIC y con los contratos de gestién de estos servicios. Al margen de ello, las pres-
taciones que se reglamenten para cada servicio publico y las cartas de servicio, en
su caso, permitirdn determinar su calidad. Elemento importante para garantizar
dicha calidad de los servicios publicos es su evaluacién por la propia Adminis-
tracién o por entidades u érganos especializados. El examen de las prestaciones
electrénicas de servicios publicos debiera ser un 7zem cada vez mds relevante en
dichos procedimientos de control.

Por otro lado, la ejecucién del servicio a través de tecnologias de la infor-
macién y la comunicacién requiere de una permanente adaptacion a los avances
tecnolégicos, lo que implica la aplicacién del principio de mutabilidad del ser-
vicio. Mutabilidad que en caso de gestién indirecta del servicio puede llevar al
contratista a exigir el mantenimiento del equilibrio econémico del contrato y a
la Administracién a imponer la cldusula de progreso para garantizar la incorpora-
cién de las nuevas tecnologfas.

Uno de los principios aplicables al servicio publico que mds puede verse
afectado en la prestacién digital es el de igualdad y no discriminacién entre los
usuarios, dado que el acceso a servicios como la sanidad o la educacién, como

8 En el 4mbito de las Administraciones publicas, el Esquema Nacional de Seguridad tiene
como objetivo garantizar que la informacidn se presta sin interrupciones y que la misma no
llega a personal no autorizado, gracias a medidas para controlar la seguridad de los servicios
electrénicos. En esta materia hay que tener en cuenta, entre otras normas: el Reglamento
(UE) 2019/881 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2019, relativo
a ENISA (Agencia de la Unién Europea para la Ciberseguridad) y a la certificacién de la
ciberseguridad de las tecnologfas de la informacién y la comunicacién y por el que se de-
roga el Reglamento (UE) 526/2013 («Reglamento sobre la Ciberseguridad»); la Directiva
(UE) 2016/1148 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de julio de 2016, relativa
a las medidas destinadas a garantizar un elevado nivel comun de seguridad de las redes y
sistemas de informacién en la Unidn, la denominada «Directiva NIS (Security of Network
and Information Systems)» y, a nivel nacional, el Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por
el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.
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servicios nucleares de un Estado democritico de derecho, puede verse limitado
—cuando no impedido— para determinados colectivos si la prestacién digital
fuera la Ginica imperante.

Por su parte, el principio de asequibilidad del servicio no debe verse en
entredicho por su prestacién digital o electrénica. Las adaptaciones tecnoldgicas
de la propia Administracién para poder garantizar el servicio publico digital de
que se trate no debieran repercutirse en el ciudadano, sin perjuicio de que ello
tenga un importante impacto para las arcas publicas. Cuestién distinta es que esa
asequibilidad pueda verse cuestionada por la necesidad del ciudadano de disponer
de medios tecnoldgicos y de conocimientos de los que no dispone y ello dificulte
o impida el acceso, lo que si puede hacer cuestionar la universalidad de los ser-
vicios publicos (sanitarios, educativos...). Para paliar la situacién de colectivos
desfavorecidos se arbitra la concesion de ayudas o subvenciones a los usuarios o
tasas mds reducidas®.

2. PREVISIONES SOBRE DIGITALIZACION DE LA SANIDAD Y LA
EDUCACION COMO PROTOTIPOS DE PRESTACIONES MATERIALES

2.1. la digitalizacién de la sanidad

La proteccién de salud humana es uno de los hitos que la UE debe lograr a
través de sus politicas y actuaciones, como se desprende de los arts. 9 y 168 del
TFUE y del art. 35 de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE. Dicho obje-
tivo se ha visto reforzado a partir de la crisis sanitaria originada por la pandemia
del coronavirus, que ha puesto de manifiesto la necesidad de cooperacién entre
los Estados miembros para paliar la propagacién transfronteriza de enfermedades
y coordinar la distribucién de vacunas®. Que la digitalizacién puede desempenar
una importante labor en la mejora del sistema sanitario es algo incuestionable®.

% Un ejemplo lo tenemos en la Agenda Espana Digital 2026, que contiene un ¢je de actua-

cién denominado Educa Digital, con el que el Estado ha dotado de dispositivos digitales y
conectividad al alumnado mds vulnerable (Resolucién de 7 de julio de 2020, de la Subse-
cretarfa, por la que se publica el Convenio entre el Ministerio de Educacién y Formacién
Profesional, el Ministerio de Asuntos Econémicos y Transformacién Digital y la Entidad
Publica Empresarial, Red.es,MP, para la ejecucién del programa «Educa en Digital»).
% Coadyuvando a la digitalizacién de los servicios sanitarios se publican las Comunicaciones
de la Comisién europea de 25 de abril de 2018, relativa a la consecucién de la transfor-
macién digital de la sanidad y los servicios asistenciales en el Mercado Unico Digital, la
capacitacién de los ciudadanos y la creacién de una sociedad mds saludable, y de 3 de mayo
de 2022, sobre Un Espacio Europeo de Datos Sanitarios; asi como la Recomendacién
2019/243 (UE), de 5 de febrero, relativa al formato de intercambio de historiales médicos
electrénicos de 4mbito europeo.
1 Son muestra de ello la aprobacién de la Estrategia mundial sobre salud digital 2020-2025

(Global strategy on digital health), Organizacién Mundial de la Salud, 2021; la Estrategia
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Algunas de las ventajas asociadas serfan: la reduccién del coste sanitario a través
de la consulta de los historiales médicos (a nivel nacional y en el extranjero), un
mejor diagndstico al disponerse en cualquier lugar de acceso al historial médico
actualizado del paciente, la respuesta rdpida ante alertas sanitarias y, por supuesto,
el sostenimiento del propio sistema sanitario, entre otras™.

En este contexto se ha aprobado el Reglamento comunitario que establece
el «Programa UEproSalud» para el periodo 2021-2027, con una dotacién de
500.000.000 euros destinada, entre otros dmbitos, a la transformacién digital de los
servicios sanitarios que permita aumentar la interoperabilidad a nivel comunitario
de dichos servicios. Entre los variados objetivos que se marca dicha norma figura
el reforzar los sistemas sanitarios con acciones como el impulso a la «transforma-
cién digital» —en especial, apoyando la creacién de un espacio europeo de datos
sanitarios— (art. 3)°2.

La importancia de la digitalizacién de la sanidad como uno de los sectores
que pueden actuar como motor de la economia ha sido resaltada por la UE en el
mecanismo «Conectar Europa»’* y en su programa Europa Digital®.

Este fomento de la digitalizacién del sector publico sanitario debe atender a
los retos que desde la perspectiva del ciudadano se plantean, principalmente por
el debilitamiento de la prestacién presencial y por riesgos asociados a la proteccién
de datos sensibles como los sanitarios.

A nivel interno, la pandemia del COVID-19 ha llevado a un reforzamiento
de las competencias digitales del Ministerio de Sanidad. Al inicio de la decla-

de Salud Digital, Sistema Nacional de Salud, Secretaria General de Salud Digital, 2 de
diciembre de 2021.
A estas ventajas de la digitalizacién se refiere el predmbulo de la Recomendacién 2019/243
(UE), de 6 de febrero, Formato de intercambio de historiales médicos electrénicos de 4m-
bito europeo.
3 Para ello, el Anexo I del Reglamento (UE) 2021/522, de 24 de marzo, que establece un
programa de accién en el dmbito de la salud (programa UEproSalud) para el periodo
2021-2027, recoge una lista de acciones subvencionables (programas para la mejora de las
capacidades digitales de los profesionales sanitarios; herramientas digitales para favorecer
la cooperacién de los EEMM; el despliegue de infraestructuras interoperables de servicios
digitales; la transformacién digital de los sistemas sanitarios y de asistencia sanitaria, entre
otras).
El Reglamento (UE) 2021/1153, de 7 de julio, que establece el mecanismo «Conectar
Europa», vincula la modernizacién de la sanidad a su digitalizacién, previo establecimiento
de una infraestructura de conectividad digital (véase el considerando 34), a la vez que con-
sidera a los hospitales y centros médicos —entre otros— como motores socioecondémicos
que deben situarse a la vanguardia de la digitalizacién.
> Elart. 8 del Reglamento (UE) 2021/694 de 29 de abril, que establece el programa Europa
Digital, recoge entre sus objetivos especificos apoyar al sector ptiblico y dmbitos de interés
publico, como la sanidad, para que desplieguen las tecnologias digitales (informdtica de
alto rendimiento, la IA y la ciberseguridad).

52

54
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racién del estado de alarma, los primeros pasos en dicha digitalizacién los dio
el Ministerio de Asuntos Econémicos y Transformacién Digital®. Para ello se
celebraron convenios para el desarrollo y operacién de aplicaciones informdticas
con fundamento en la «descongestién» de la propia Administracién®. A medida
que avanzaba la crisis sanitaria se puso de manifiesto la necesidad de atribuir
competencias digitales al Ministerio de Sanidad®®; asi, se reforz6 su estructura
orgdnica con una Secretaria de Estado de Sanidad a la que se adscribe una Secre-
tarfa General de Salud Digital, Informacién e Innovacién del Sistema Nacional
de Salud (SGSD), a la que se le atribuyen proyectos de modernizacién y mejora
del Sistema Nacional de Salud, en especial los relacionados con la salud digital y
los sistemas de informacién.

El robustecimiento interno del Ministerio de Sanidad en materia digital ha
ido acompanado de la aprobacién en 2021 de la Estrategia de Salud Digital, que
recoge como lineas estratégicas de accion: el desarrollo de servicios pablicos digi-
tales, la interoperabilidad de la informacién sanitaria y el refuerzo de la analitica
de datos™. De esas tres lineas de accidn, las dos dltimas se han revelado impres-
cindibles en el contexto de la pandemia sanitaria, o sea, en el marco de un colapso
del sistema sanitario debido a la crisis del coronavirus. En cambio, el primero de
los ejes, el desarrollo de servicios publicos digitales®, no debiera avanzar hacia la
pérdida de la atencién médica presencial por obligacién.

56 Téngase en cuenta los arts. 9 y 9 bis) del Real Decreto 403/2020, de 25 de febrero, que de-
sarrolla la estructura orgdnica bdsica del Ministerio de Asuntos Econémicos y Transforma-
cién Digital y la Orden SND/297/2020, de 27 de marzo, que encomienda a la Secretarfa
de Estado de Digitalizacién e IA el desarrollo de diversas actuaciones de gestion de la crisis
sanitaria por el COVID-19.

°7 LaResolucién de 30 de abril de 2020, por la que se publica el Convenio entre la Secretarfa

de Estado de Digitalizacién e IA y Telefénica Digital Espafia, SLU, para la operacién de

la Aplicacién ASISTENCIACOVID19 en el contexto de la situacion sanitaria ocasionada
por el COVID-19.

58 En desarrollo del Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estruc-

tura orgdnica bdsica de los departamentos ministeriales, se han aprobado varios reglamen-

tos que inciden en la digitalizacién del Ministerio de Sanidad (Real Decreto 722/2020,

de 31 de julio, Real Decreto 735/2020, de 4 de agosto, y Real Decreto 852/2021, de 5 de

octubre).

%9 Asi se recoge en la Estrategia de Salud Digital. Sistema Nacional de Salud, aprobada por

la Secretarfa General de Salud Digital, Informacién e Innovacién para el SNS de 2 de

diciembre de 2021, pédg. 15.

0 Con el desarrollo de servicios digitales la Estrategia se refiere al refuerzo de las TIC aplica-

das a la gestién sanitaria, a la ordenacién de profesiones sanitarias, al desarrollo de la cartera

de servicios, a la promocién de la salud y prevencién de la enfermedad y la discapacidad

(en esta linea se afirma que la digitalizacién debe contribuir a «disminuir el consumismo, la

medicalizacién y la dependencia del sistema sanitario»); se propone adoptar un enfoque que

supere la atencién sanitaria basada en el centro, facilitando que determinadas prestaciones
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Frente a este contexto reciente de clara apuesta por la aplicacién de las TIC
a la sanidad, la legislacién bésica reguladora de las prestaciones sanitarias apenas
incluye referencias a la digitalizacién®'. Ello a salvo de la regulacién de la historia
clinica sanitaria y de la receta electrénica®®; sin que podamos detenernos en el
desarrollo normativo que compete a las CC. AA.

La digitalizacién de la sanidad, aplicando nuevas tecnologias para mejorar
las prestaciones o mejorando la estructura e interoperabilidad de la Administra-
cién sanitaria, no debe dejar de lado el trato personal, la humanizacién en la
aplicacién de las TIC y la atencién al paciente como referente. En definitiva,
la humanizacién y la calidad como elementos claves en la digitalizacién sanitaria,
como ha puesto de manifiesto Gimeno Feliu®.

y servicios se realicen en una red de cuidados virtual e inteligente, se alude al «Centro de
Salud Digital» y el «Hospital Digital», personalizar la cartera de servicios asistenciales (di-
gitales y/o presenciales), etc.

1 En este sentido: a) la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad dispone que los
servicios sanitarios y administrativos adecuardn su organizacién y funcionamiento a
los principios de eficacia, celeridad, economia y flexibilidad (art. siete); sin embargo, se
elude todo pronunciamiento sobre la digitalizacion de dichos servicios sanitarios ; b) la
Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesién y Calidad del SNS regula las prestaciones
sanitarias y su acceso en condiciones de igualdad por todos los usuarios del SNS, pero
no se refiere a prestaciones en formato digital, al margen de aludir al intercambio elec-
trénico de la informacién clinica en su art. 56; ¢) la Ley 41/2002, de 14 de septiembre,
bésica reguladora de la autonomia del paciente y de derechos y obligaciones en materia
de informacién y documentacién clinica, cuando se refiere al archivo de la historia clini-
ca de los pacientes indica que podrd realizarse en soporte papel, audiovisual, informdtico
o de otro tipo (art. 14.2); d) la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Publica
no contiene referencia alguna a la integracién de técnicas electrnicas para la promocién
de la salud publica.

62 En este sentido, el Real Decreto Ley 9/2011, de 19 de agosto, de medidas para la mejora

de la calidad y cohesion del sistema nacional de salud introduce medidas relativas al sis-

tema de informacién sanitaria. De esta informacién sanitaria destaca la historia clinica,
que, como documento electrénico, se ha regulado en el Real Decreto 1093/2010, de 3 de
septiembre.

Por su parte, la receta médica electrénica del SNS se ha regulado por Real Decreto

1718/2010, de 17 de diciembre, sobre Receta médica y érdenes de dispensacién. A nivel

autonémico, Andalucfa, Cataluna, Galicia, Extremadura, Navarra, entre otras, han im-

plantado el sistema de receta electronica.

J. M.2 Gimeno Feliu y G. Garcia-Alvarez (2020), Compra piiblica de medicamentos y servi-

cios de innovacién y tecnologia sanitaria: eficiencia y creacién de valor, Pamplona: Aranzadj;

J. M.2 Gimeno Feliu (2021), «Los fondos europeos “next generation” como elemento de

transformacién de la gestion de la contratacién publica: hacia una nueva cultura funcional

y no formal», REDA, 214, péags. 39-54.

63
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2.2. la digitalizacién de la educacién

La UE tiene competencia para complementar la accién de los Estados
en materia educativa y de formacién profesional (art. 6 ¢) del TFUE), con-
tribuyendo a una educacién de calidad que, entre otros aspectos, se enca-
mina a «fomentar la educacién a distancia» (art. 165 TFUE) —para la que
se necesita la aplicacién de las nuevas tecnologias—. Al mismo tiempo, viene
reconociendo la competencia digital como clave para el aprendizaje perma-
nente®.

A nivel constitucional se reconoce el derecho a la educacién como dere-
cho fundamental y se califica la ensenanza bédsica como obligatoria y gratuita.
Corresponde a los poderes publicos garantizar dicho derecho mediante una
programacién general de la ensefianza (art. 27 CE). Aunque expresamente
no se califica la ensefianza bdsica de servicio puablico, asi se deduce de su
cardcter obligatorio y gratuito y de la obligacién de asegurarla que tienen los
poderes publicos; ademds, las CC. AA. si que se refieren al sistema educativo
publico®.

En desarrollo de estas previsiones constitucionales, la LOE configura la
ensefianza primaria y secundaria como obligatoria y gratuita para todas las
personas®, mientras que la LODE sostiene en su exposicién de motivos que el
derecho a la educacién se ha asumido como un servicio publico prioritario®.
La prestacién de dicho servicio publico se regula en torno al centro educativo,
pero ello no significa que aquella normativa sea ajena a su digitalizacién. En
un primer momento, la regulacién de este aspecto se mueve en los siguientes
dmbitos: a) la capacitacién del alumnado en el uso de medios digitales y la

64 Recomendacién del Consejo, de 22 de mayo de 2018, relativa a las competencias clave
para el aprendizaje permanente y el Plan de Accién de Educacién Digital 2021-2027.
Adaptar la educacién y la formacién a la era digital (Comunicacién de la Comisién al
Parlamento, al Comité Econémico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, de 30 de
septiembre de 2020).

5 El art. 21 del Estatuto de Autonomia de Andalucia dispone que el derecho constitu-
cional a la educacién se garantiza mediante un sistema educativo publico, a la vez que
se reconoce el derecho de acceso en condiciones de igualdad a los centros educativos
sostenidos con fondos publicos (art. 21.1°, 3°). En el art. 52 se reconoce la competencia
exclusiva de la comunidad auténoma en materia de ensefianza no universitaria, inclu-
yendo la prestacién de «servicios educativos» y «la garantia de la calidad del sistema
educativo».

% Ensefianza de los 6 a los 16 afios, pudiendo prolongarse hasta los 18 afios (art. 4.2 de la
Ley Orgdnica 2/06, de 3 de mayo, de Educacién, modificada por la Ley 3/2020, de 29 de
diciembre).

7 Ley Orgdnica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educacién.
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adquisicién de competencias digitales®®; b) las materias a cursar®; y ¢) la for-
maci6n digital del profesorado”. Se trata de formar en el manejo de las TIC.
En una segunda etapa, con la reforma de la LOE en el afio 2013, el legislador
se refiere a la creacién de un «ecosistema digital» de dmbito nacional; para
ello al Estado le corresponde elaborar el marco comin de referencia de com-
petencias digitales para la formacién permanente del profesorado, lo que ha
sido considerado por el Tribunal Constitucional como un instrumento para
«orientar» esa formacién y facilitar el asentamiento de la cultura digital en las
aulas, enmarcdndose en las posibilidades de colaboracién Estado y CC. AA. al
carecer dicho marco de referencia de naturaleza prescriptiva, sin que se vean
afectadas competencias ejecutivas de las CC. AA. (STC 14/2018, F] 8.¢) y
STC 66/2018, F] 4.¢).

En un tercer estadio, con la reforma de la LOE en el afio 2020, en plena
crisis sanitaria provocada por el coronavirus’, el legislador apuesta por ir mds alld
del mero manejo de las nuevas tecnologias y facilitar las ensenanzas a distancia en
la formacién de adultos (art. 70 bis LOE). Al mismo tiempo, el art. 111 bis) LOE
incide en «la extensién del concepto de aula en el tiempo y en el espacio», para
permitir al alumnado el acceso desde cualquier sitio y en cualquier momento»’%;
y encomienda al Ministerio competente el ofrecer plataformas digitales y tecno-

% La LOE recoge como fin del sistema educativo espafiol capacitar al alumnado para su

insercion en la sociedad digital y en el uso seguro de medios digitales, con pleno respeto a
los derechos y valores constitucionales (art. 2.1.f), al tiempo que en la Educacién Primaria
se incluye como principios pedagdgicos la comunicacién audiovisual y la competencia
digital (art. 19.2). La capacitacién del alumnado en materia de digitalizacién también estd
presente en la Formacién Profesional (art. 40.1.k), art. 42.3 LOE).
9 En la Ensefanza Secundaria Obligatoria se incluye como materia a cursar en los cursos
primero a tercero Tecnologia y Digitalizacién (art. 24.1 LOE), y una materia optati-
va entre la que se sittia alguna para el desarrollo de la competencia digital (art. 24.3
LOE).
Elart. 102. 3 LOE emplaza a las Administraciones educativas para promover la utilizacion
de las TIC y la formacién digital del profesorado.

70

71" Una visién favorable a la educacién digital, sin desconocer el mayor valor de la ensenanza

presencial, puede verse en L. Cotino Hueso (2020), «La ensefianza digital en serio y el

derecho a la educacién en tiempos del coronavirus», Revista de educacién y derecho, 21.
72 En este sentido son de destacar los convenios celebrados entre el Ministerio compe-
tente, las CC. AA. y la entidad publica empresarial RED.ES para el desarrollo de pro-
gramas «Educa en digital» (algunos ejemplos de esta iniciativa se recogen en la Orden
PRI/1366/2020, de 10 de noviembre, del Gobierno de Aragén, la Resolucién de 10 de
febrero de 2021 del Principado de Asturias, Resolucién de 12 de noviembre de 2020
de la Comunidad Auténoma de Extremadura, Resolucién 111/2021, de 27 de enero
de la Comunidad Auténoma de La Rioja...). También el otorgamiento de ayudas para
adquirir dispositivos digitales para el centro educativo o para permitir la educacién a
distancia.
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16gicas de acceso a toda la comunidad educativa™. A su vez, se insta a reducir «las
brechas digitales de acceso y uso» mediante un plan de contingencia’.

Por su parte, en el dmbito universitario, la docencia a través de medios digi-
tales ha cobrado un significado especial con la pandemia del COVID-19 en la
etapa de confinamiento y posterior. El predmbulo de la nueva Ley Orgdnica del
Sistema Universitario (LOSU) alude a la incorporacién de las metodologias digi-
tales en la actividad docente, lo que cualifica la educacién a distancia, al tiempo
que apela a «potenciar el valor de la presencialidad»’>. Al mismo tiempo, el legis-
lador presta atencién a la digitalizacién de los archivos bibliotecarios (art. 21.4)
y de los resultados de investigacién (art. 99.4). Por su parte, el Estatuto del Estu-
diante Universitario también contiene referencias a la incorporacién de las TIC a
la ensefianza universitaria’®.

Como puede observarse, la formacién en el manejo de medios digitales estd
presente en la normativa educativa. La pandemia sanitaria del afo 2020 supuso
una transformacién en el sistema educativo y una apuesta por la docencia online a
través del «puesto educativo en el hogar». Sin embargo, ello no impide que tanto
la LOE como la LOSU contengan como regla general la ensefianza presencial por
sus incuestionables ventajas.

IV. LAS GARANTIAS DEL CIUDADANO ANTE LOS SERVICIOS
PUBLICOS DIGITALES

1. DERECHOS DEL CIUDADANO EN LA RELACION ADMINISTRATIVA.
EN ESPECIAL EL DERECHO A LA RELACION ELECTRONICA Y A LA
«RELACION PRESENCIAL»

La Administracién debe garantizar los derechos de los ciudadanos y la digi-
talizacién debe ser un cauce eficaz para ello. El entorno digital no debe afectar a
la configuracién de los derechos fundamentales, que han gozar de la misma pro-
teccién que se deduce de la CE y de su desarrollo normativo. Como apunta De

73 La STSJ del Pais Vasco 401/2020, de 17 de diciembre, ponente: Juan A. Fernindez, FJ
40, reconoce la competencia de la comunidad auténoma para celebrar un contrato para el
disefio de un programa de educacién digital, dadas las competencias autonémicas sobre
regulacién y administracién de la ensenanza en todos sus niveles.

74 Asi se establece en la disposicién adicional décima de la Ley Orgdnica 3/2020, de 29 de

diciembre, por la que se modifica la LOE.

75 Elart. 6.1 dela Ley Orgénica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario, al regular

la docencia dispone que esta serd preferentemente presencial, aunque podrd impartirse

también de manera virtual o hibrida.

76 Arts. 29.4, 36, f) y 65.8 del Real Decreto 1781/2010, de 30 de diciembre, por el que se

aprueba el Estatuto del Estudiante Universitario.
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la Quadra Salcedo, los derechos constitucionales sustentan los derechos digitales
de nueva configuracién”. Siendo ello cierto, también lo es que hay que examinar
la configuracién legal de esos nuevos derechos y el impacto que tienen en las rela-
ciones administrativas.

El anilisis de los derechos que como ciudadanos tenemos en la relacién a tra-
vés de medios electrénicos con la Administracién publica requiere revisar las pre-
visiones contenidas en la legislacién de procedimiento administrativo comdn, en
la legislacién de transparencia publica y en la normativa sobre protecciéon de datos
y garantia de los derechos digitales”. Ademds, cuando nos referimos a relaciones
electrénicas para realizar prestaciones sanitarias o educativas, como prototipos de
servicios publicos elegidos en este estudio, se necesita abundar en esta normativa
sectorial. En este estudio podremos verificar el surgimiento de especificos dere-
chos aplicables en el dmbito de las relaciones electrénicas, pero sin olvidar que en
las mismas son exigibles todos los derechos y garantias de que gozan los ciudada-
nos en sus relaciones con las Administraciones publicas, incluido el derecho a una
buena administracién que debe impregnar toda relacién telemdtica”™.

Los ciudadanos en las relaciones administrativas son titulares de derechos
e intereses legitimos, tales como los previstos en el art. 13 de la Ley 39/2015 o,
siendo interesados en el procedimiento administrativo, los recogidos en el art. 53
de dicha ley®. Algunos de estos derechos solo tienen fundamento en las relaciones
electrénicas. Precisamente el hecho de que el legislador quiera generalizarlas hace

77" T. de la Quadra-Salcedo Fernédndez del Castillo, «;Por qué una carta de derechos digitales?»,
Revista Registradores de Espania. En linea: https://revistaregistradores.es/por-que-una-car-
ta-de-derechos-digitales/. A la necesidad de que el centro de la digitalizacién de la Admi-
nistracién publica sea el ciudadano y la garantia de sus derechos se refiere la obra de E. Me-
néndez Sebastidn y J. Ballina Diaz (2022), Sostenibilidad social y ciudadania administrativa
digital, Madrid: REUS.

Un estudio sobre el reconocimiento normativo de derechos digitales puedes verse en A. Ex-
pésito Gdzquez (2022). Por su parte, un trabajo basado en la anterior regulacién del acceso
electrénico de los ciudadanos a los servicios publicos, en el que se insiste en la necesidad
de la voluntariedad en la relacién electrénica, puede consultarse en J. L. Blasco Diaz, «Los
derechos de los ciudadanos en su relacién electrénica con la Administracién», REDA, 136,
pdgs. 791-821.

Sobre el derecho a la buena administracién y sus implicaciones en el entorno presencial,
entre otros: C. M2, Avila Rodriguez (2010), «El Derecho a una buena administracién
en el nuevo Estatuto de Autonomia para Andalucia: significado y alcance», RAAP, 75,
pags. 289-326; J. Ponce Solé (2018), «La prevencién de riesgos de mala administraciéon
y corrupcién, la inteligencia artificial y el derecho a una buena administracidn», Revista
Internacional Transparencia e Integridad, 6, pigs. 1-19; J. Rodriguez-Arana (2010), «El
derecho fundamental a la buena administracién en la Constitucién Espafiola y en la Unién
Europea», Revista Gallega de Administracion Piblica, 40, pags. 233-263.

Sobre los derechos reconocidos a los ciudadanos e interesados en el procedimiento administra-
tivo, véase A. Palomar Olmeda (2016), «Derechos de los ciudadanos y de los interesados en sus
relaciones con la Administraciény, Revista Espariola de Control Externo, 54, pags. 77-112.

78

79
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que muchos de esos derechos se conciban a su vez como obligaciones. Asi, el dere-
cho a comunicarse a través del Punto de Acceso General Electrénico se transforma
en obligacién para los colectivos a los que se refiere el art. 14.2; el derecho a ser
asistido en el uso de medios electrénicos® se hace inevitable para el uso de ciertas
plataformas (y no estd reconocido a los obligados a la relacién electrénica)®; el
acceso a los archivos y registros, no olvidemos que son electrénicos, por lo que se
desincentiva el acceso presencial y para ciertos colectivos necesariamente debe ser
digital; el derecho a la utilizacién de medios de identificacién y firma electrénica
nuevamente es un derecho para impulsar las relaciones electrénicas (dado que
determinados colectivos tendrdn la obligacién de dicho uso).

Al margen de esos derechos, el art. 14.1 de la Ley 39/2015 reconoce el
derecho de las personas fisicas a relacionarse electronicamente con las Adminis-
traciones publicas®®, imponiendo el legislador estatal la correlativa obligacién de
digitalizacién a las Administraciones publicas. La formulacién legal de este dere-
cho como la posibilidad de «...elegir en todo momento si se comunican con las
Administraciones publicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través
de medios electrénicos o 70, salvo que vengan obligadas a relacionarse a través de
medios electrénicos...», presupone el derecho a relacionarse de forma «presen-
cial», aunque —de forma consciente— se evite ese término. El derecho a relacio-
narse electrénicamente conlleva un derecho negativo a no relacionarse por esa via
(esto siempre con la salvedad de que no se esté obligado a ello). No olvidemos
que si concebimos la relacidn presencial entre las personas fisicas y la Administra-
cién publica como un derecho subjetivo, la Administracién debe garantizar esa
relacion, so pena en caso contrario de ser demandada ante los tribunales®. Ahora
bien, aquella salvedad que introduce el legislador supone la desaparicién del dere-

81 La Sentencia del TSJ de Murcia 237/2021, de 21 de mayo, FJ 3°, sostiene que el citado
derecho «implica una actuacién activa de la Administracién dirigida a dotar al adminis-
trado de suficiente informacién y asesoramiento en cuestiones relativas al uso de medios
electrénicos». Con este pronunciamiento se corre el riesgo de que aquellas personas que
quieran ser asistidas presencialmente en el manejo de medios electrénicos sean atendidos
sin presencialidad (telefénicamente, por ejemplo).

82" . Valero Rodriguez (2015), «La reforma de la Administracién electrénica, ;una oportu-

nidad perdida?», REDA, 172, pégs. 25-26, considera que hubiese sido necesario que el

legislador estatal hubiese reforzado los mecanismos de ayuda efectiva a los ciudadanos en

la legislacién de procedimiento administrativo de 2015.

83 Este articulo ha sido desarrollado por el art. 3.2 del Real Decreto 203/2021, de 30 de mar-
z0, por el que se aprueba el Reglamento de actuacién y funcionamiento del sector publico
por medios electrénicos.

84 Sobre el concepto de derecho subjetivo, entre otros, véase: P. de Pablo Contreras (Coord.

2011), Curso de Derecho Civil I, Derecho Privado, Derecho de la persona, Madrid: Colex,

(pdg. 80); E del . Blasco Gasc6 (2022), Instituciones de Derecho Civil, Parte General, (pag.

312), Valencia: Tirant lo Blanch; Sdnchez Morén (2021, pdg. 444); J. M.2 Santamaria

Pastor (2004), Principios de Derecho Administrativo General, I, Madrid: Tustel (pag. 431).
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cho a mantener una relacién presencial con la Administracién pidblica para las
personas fisicas y los colectivos que estén obligados a relacionarse de forma elec-
trénica (aquellos a que se refiere el legislador en el art. 14.2, los que se establezcan
por via reglamentaria ex art. 14.3 y en normativa autonémica)®.

El art. 14.2 de la Ley 39/2015 impone la relacién electrdnica a las personas
juridicas y a un amplio elenco de colectivos. Mds que una obligacién que, en
palabras de Santamaria Pastor, se impone en beneficio de una tercera persona
(que en todo caso serfa la Administracién publica), como dicha relacién se esta-
blece en beneficio propio, de la persona juridica o colectivo obligado, podriamos
calificarla como una carga®. Llamémosla obligacién o carga, resulta cuestionable
puesto que el art. 18.4 de la CE dispone que la ley limitard el uso de la informdtica
para garantizar —entre otros— «el pleno ejercicio de sus derechos». Por tanto, el
constituyente impone al legislador limitar el uso de la informdtica para garantizar
el pleno ejercicio de los derechos de los ciudadanos; cuando el mismo se pueda
ver cuestionado por el uso de medios informdticos 0 —en sentido mds actual y
amplio— electrénicos, el legislador debe restringir su uso. Sin embargo, el legis-
lador apenas ha condicionado el uso obligatorio de medios electrénicos por los
colectivos del art. 14.2.

Mis limites ha establecido el legislador en el art. 14.3 para imponer la rela-
cién electrénica a otros colectivos. Asi, el propio articulo no generaliza la obli-
gacion de relacién electrénica, sino que la sujeta a «concretos procedimientos» y
a «ciertos colectivos» que se determinardn en funcién de varios criterios que sir-
van para garantizar que tienen acceso y disponibilidad de medios electrénicos.
Se entiende que esos condicionantes deben justificarse cuando una Administra-
cién publica por disposiciéon general quiera hacer extensiva aquella obligacién
a otros colectivos distintos a los previstos en el art. 14.2. Asi lo ha entendido el
TS, que considera que, al tratarse de una excepcion a la regla general de libre
eleccién del medio de comunicacién que recoge el art. 14.1, la Administracién
debe verificar que se dan los requisitos habilitantes (capacidad econémica, téc-
nica, dedicacién profesional u otros motivos) y ademds debe cumplir el requi-
sito formal de hacerlo mediante el oportuno reglamento (STS de 6 de mayo
de 2021)¥. En la misma linea de interpretacién restrictiva de la posibilidad de

85 A nivel autonémico, la Ley 4/2019, de 17 de julio, de Administracién Digital de Galicia
ha ampliado estos colectivos a los trabajadores auténomos y a los estudiantes universita-
rios (art. 10). También decretos autondémicos siguen esta tonica, entre otros: el Decreto
188/2021, de 21 de julio, por el que se regula la obligacién de relacionarse por medios
electrénicos con la Administracién de la Comunidad de Madrid del personal a su servicio
y de los participantes en procesos selectivos, o el Decreto 76/2020, de 4 de agosto, de Ad-
ministracion Digital de Catalufia (art. 73).

Sobre la distincién entre obligacién, carga y deber juridico, Santamaria Pastor (2004:,
pégs. 435-437).

87 STS 635/2021, de 6 de mayo, FJ 7, ponente: Rafael Toledano Cantero, relaciona la

posibilidad de limitar via reglamento el derecho a elegir la forma de relacionarse con

86
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extender la obligacién de relacionarse a través de medios electrénicos se han
pronunciado otros tribunales, que consideran que el citado art. 14.3 «viene a
reconocer que no todas las personas fisicas estdn en disposicién de relacionarse
por si mismas por medios electrénicos con la Administracién ptblica» (STS del
Pais Vasco de 9 de febrero de 2022)%,

Dicha habilitacién reglamentaria a las Administraciones publicas es una
cldusula para que progresivamente, con la mayor digitalizacién de la Adminis-
tracién publica, el derecho de eleccién en el medio de relacién con la Administra-
cién que recoge el art. 14.1 se vaya cercenando. Es el «caballo de Troya» en la
relacién presencial del ciudadano-Administracién. Ademds, cuando la relacién
electrénica impuesta por una disposicién general pueda poner en jaque dere-
chos fundamentales como el derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24
CE (por imposibilidad de acceso a la via administrativa previa), el derecho a
la educacién del art. 27 CE o el derecho a la no discriminacién por «cualquier
otra condicién o circunstancia personal o social» a que se refiere el art. 14 CE
(pensemos en la dificultad de acceso electrénico a la Administracién de personas
mayores o en situacién de vulnerabilidad), nos encontrariamos con una vulne-
racién de la reserva de Ley que impone el art. 53.1 de la CE. No olvidemos que
el art. 12.2 de la Ley 39/2015 excluye a los colectivos de los arts. 14.2 y 3 de la
asistencia en el uso de medios electrénicos.

En la misma linea de debilitamiento de los derechos del ciudadano se
sitda el hecho de que el derecho a ser asistido en el uso de medios electrénicos
(art. 13.b)* no se reconozca a los colectivos a que se refieren los arts. 14.2 y 3,

la Administracién con la disposicién final sexta de la Ley 39/2015 (sobre «Desarrollo
normativo de la Ley») para concluir que se requiere de Real Decreto del Consejo de
Ministros u Orden del Ministro de Hacienda y Administracién publica para poder
limitar aquel derecho de eleccién, negando la orden ministerial ad intra.
Sin embargo, a nivel autonémico, sentencias posteriores han admitido la legalidad de la
imposicion de la obligatoriedad de la relacién electrénica por una Orden de concesién de
subvenciones, en la medida en que la misma se fundamenta en principios y reglas consa-
grados legalmente; considerando ajustada a derecho la inadmisién de una solicitud presen-
tada presencialmente en registro (Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucia
52/2022, de 17 de enero, ponente: M.2 L. Alejandre Durdn).
88 STSJ del Pais Vasco 72/2022, de 9 de febrero, FJ 5, ponente: Ana Rodrigo, por la que se
declara nula la obligacién de presentacién electrénica de declaracion del IRPF impuesta
por un decreto foral a todos los obligados tributarios del territorio histérico de Bizkaia sin
establecer limites o condiciones.
Sobre la evolucién de la doctrina jurisprudencial, véase E. Gamero Casado (2021), «Cam-
bio de tendencia en la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre administracién digital»,
RAAP, 110, pags. 163-182.
Los canales de asistencia han sido concretados por el art. 4 del Real Decreto 203/2021, de
30 de marzo (presencial, portales de internet y sedes electrénicas, redes sociales, telefénico,
correo electrénico y cualquier otro canal).

89
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segun dispone el art. 12.2%. La representacion electrénica —como ha soste-
nido Martin Delgado’’— no siempre es una garantia que pueda paliar aquella
falta de asistencia o atencién administrativa. El legislador dificulta el acceso al
procedimiento administrativo y a la defensa de derechos e intereses legitimos, e
indirectamente puede suponer una vulneracién del derecho a la tutela judicial
efectiva. También el principio de proporcionalidad entre el fin que se pretende
(la agilizacién y transparencia de la Administracién como interés general) y el
dafio que se puede producir a los derechos de los particulares, parece afectarse
con dicha previsién legal.

En definitiva, si bien atendiendo al art. 14.1 de la Ley 39/2015 no puede
negarse el derecho de las personas fisicas a mantener comunicacién presencial con
las Administraciones publicas®, del andlisis de los arts. 13 y 14 puede deducirse la
apuesta del legislador estatal por las relaciones electrénicas entre Administracién y
ciudadanos®. Como ha sostenido Cotino Hueso, «la legislacién sigue un imparable
camino hacia la imposicion de las interactuaciones electrénicas, o mds bien de desa-
paricién de la relacién presencial de la Administracién con la ciudadania»’. Habria
que preguntarse —como hace De la Quadra Salcedo— qué tipo de intervencién y
con qué alcance queremos para la regulacién de la Administracién digital®.

Otro aspecto cuestionable es dénde queda el principio antiformalista del proce-
dimiento administrativo, dado que en las relaciones electrénicas se pasa a una absoluta
formalizacién del procedimiento, de forma incluso que la ausencia de cualquier dato

9 Sobre la paradoja de dar asistencia al que no viene obligado a relacionarse electrénicamente

con la Administracién, Gamero Casado (2021, pdgs. 165-166). Sobre la necesidad de acu-
dir a un asesor que pesa sobre los colectivos obligados a relacionarse electrénicamente, A.
Cotino Hueso (2017), «El derecho y el deber de relacionarse por medios electrénicos (art.
14 LPAC). Asistencia en el uso de medios electrénicos a los interesados (art. 12 LPAC)», en
E. Gamero Casado (dir.), Tratado de procedimiento administrativo comiin y régimen juridico
bdsico del sector piiblico, pag. 521, Valencia: Tirant lo Blanch, se refiere al tema como una
realidad triste e injusta, pero para lo que se ha mejorado el sistema de representacién y de
apoderamiento en la legislacién de procedimiento administrativo.

1 1. Martin Delgado (2018), «Algunos aspectos problemdticos de la nueva regulacién del uso

de medios electrénicos por las Administraciones publicasy, Revista Juridica de la Comuni-

dad de Madrid, 2018, pag. 12.

92 En sentido contrario, Cotino Hueso sostiene que la relacién con la Administracién es por

defecto electrénica, no presencial; en Cotino Hueso (2017, pdg. 487).
93 A ello hay que anadir la posibilidad de que una norma con rango de ley imponga la com-
parecencia electrénica a personas fisicas no obligadas a relacionarse de forma electrénica.
%4 Cotino Hueso (2017, pag. 498), ya manifestaba sus dudas sobre el respeto a la no discrimina-
cién en la imposicién de la relacion electrénica en (2004), «Derechos del ciudadano administrado
e igualdad ante la implantacién de la administracién electrénica» RVAP, 68, pdgs. 137-142.
T. de la Quadra Salcedo (2018), «Retos, riesgos y oportunidades de la sociedad digital»,
en T. de la Quadra Salcedo y J. L. Pinar Manas (dirs.), Sociedad Digital y Derecho, pags.

21-86 (pdgs. 48-49).
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en una solicitud puede dificultar técnicamente, cuando no impedir, su presentacién®.
Afortunadamente, en aplicacién de las garantias legales del procedimiento administra-
tivo, el Tribunal Supremo viene interpretando de forma amplia la obligacién adminis-
trativa de dar trdmite de subsanacién de las solicitudes electrénicas (de conformidad
con el art. 68.1 de la Ley 39/2015), incluso cuando pueda faltar la firma electrénica o
acreditacién de la voluntad del solicitante, sin que la Administracién pueda alegar el
correcto funcionamiento de la aplicaciéon informdtica (doctrina sentada en la STS de
31 de mayo de 2021 y reiterada en otras posteriores)”.

Pero es que, ademds, no hay ninguna forma de eludir la relacién electré-
nica en un procedimiento administrativo si resultas obligado a la misma, ni por
fallos técnicos de la Administracién —donde se aplica la ampliacién de los pla-
zos— (art. 32, apdos. 4° y 5°), ni por cualquier otro motivo que impida al inte-
resado presentar electrénicamente la solicitud (sea técnico, de acceso...), donde
a lo sumo se permite la subsanacién de la solicitud” presentada presencialmente
(art. 68.4 Ley 39/2015)”. Es mds, los tribunales vienen inadmitiendo cuestiona-
mientos respecto a la presentacién electrénica de solicitudes basados en la falta de
competencia tecnoldgica del interesado, en la edad avanzada del interesado, en lo
incipiente de la aplicacién de las TIC a los procedimientos administrativos.. ., con
fundamento en el auxilio que debe prestar la Administracion en el uso de medios
electrénicos (p. ¢j., STS] de Murcia 122/2020, de 6 de marzo). ;Y para aquellos
para los que no estd previsto dicho auxilio? (art. 12.2°).

La digitalizacién de la Administracién publica encierra muchas ventajas para
la propia Administracién (simplificacién, transparencia, reduccién del coste de
los servicios, agilidad...) y ha sido una reivindicacién de empresas y ciudada-
nos para evitar desplazamientos y gastos en su relacién con la Administracién.
Sin embargo, cuando la relacién electrénica se impone como obligatoria, y con
ella se transforman derechos en obligaciones, se corre el riesgo de dejar fuera de
dichas relaciones, y consiguientemente de la posibilidad de defender sus derechos
e intereses legitimos, a determinados ciudadanos. El procedimiento administra-

% Art. 66.6 de la Ley 39/2015 y art. 14.2 del Real Decreto 203/2021.
97 STS762/2021, de 31 de mayo, FJ 6, ponente: Luis Marfa Diez-Picazo; su doctrina se reitera en
las sentencias 867/968 y 1411 de 2021, de 31 de mayo, de 16 de junio y 6 y 1 de diciembre de
2021, y en la Sentencia 224/2022, de 22 de febrero, FJ 2°, ponente: José Luis Requero Ibdfiez.
Téngase en cuenta la no aplicacién de dicha subsanacién a los recursos administrativos,
segun doctrina fijada por el Tribunal Supremo, que sostiene que el art. 68.4 de la Ley
39/2015 resulta aplicable «a la fase inicial de los procedimientos administrativos iniciados
a instancia del interesado», no a los iniciados de oficio por la Administracién ni a los proce-
dimientos de revisién de los actos administrativos (STS 954/2021, de 1 de julio, ponente:
José Manuel Bandrés Sdnchez-Cruzat, F] 3° y 4°); en esta linea, la Sentencia del TS] de
Murcia 237/2021, de 21 de mayo, FJ 3°.
2 STS] de Murcia 122/2020, de 6 de marzo, no admite la subsanacién de una solicitud
electrénica en la que no consta la firma digital, ya que en tal caso se entiende que no se ha
presentado la solicitud, por lo que no cabe su subsanacién.
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tivo electrénico no debe ser mds que un cauce que facilite dicha defensa de los
derechos de los ciudadanos, pero no que la dificulte'®. Asistimos a una pérdida
de derechos de los ciudadanos en la relacién administrativa como vienen soste-
niendo, entre otros, Gamero Casado y Valero Torrijos'’’; y dirfamos que a un
enmascaramiento de exorbitantes prerrogativas administrativas tras la apariencia

de un reconocimiento de derechos en la relacién electrénica.

2. DERECHOS DE LOS INTERESADOS EN LA RELACION ADMINISTRATIVA
ELECTRONICA

Junto a esos derechos del ciudadano en sus relaciones con la Administracién
publica, el art. 53 recoge los derechos del interesado en el procedimiento admi-
nistrativo. Algunos solo ejercitables en el entorno digital, como el acceso a deter-
minada informacién a través del Punto de Acceso General Electrénico'*; y otros,
cuyo ejercicio puede verse dificultado en una relacién no presencial, piénsese en el
derecho a identificar a las autoridades y personal que tramita los procedimientos
(sobre todo cuando medios electrénicos tales como la direccién de correo elec-
trénico o teléfonos institucionales no son atendidos), el derecho a no presentar
documentos no exigidos por la normativa aplicable o que obren en poder de las
Administraciones (cuando una aplicacién informadtica te exija adjuntar el docu-
mento para poder continuar con la tramitacién).

3. DERECHO A LA TRANSPARENCIA E INFORMACION PUBLICA EN EL
CONTEXTO DIGITAL

Los derechos que ostentan los ciudadanos en la esfera digital de relacién con
la Administracién publica se ven ampliados con la Ley 19/2013 (LT)'® y las res-

190 En esta linea el TC ha admitido la vulneracién del derecho a la tutela judicial efectiva en
el caso de notificaciones electrénicas a una persona juridica, tras haber hecho la Adminis-
tracién una notificacién presencial defectuosa informando que todas las notificaciones se
harfan en la direccién habilitada tnica, sin que la empresa hubiese accedido a ninguna de
las notificaciones realizadas. Sefala el Alto Tribunal que, ante lo infructuoso de las noti-
ficaciones por via electrénica, la Administracién tributaria deberia haber desplegado una
conducta tendente a lograr que las mismas llegaran al efectivo conocimiento del interesado
(STC 63/2021, de 15 de marzo, FJ 31 y STC 147/2022, de 29 de noviembre, FJ 4y 5°).

101 Gamero Casado (2021, pdgs. 164-165); E. Gamero Casado (2022), «Reflexiones introduc-
torias: de la Administracion electrénica a la digital (o la historia interminable)», en Cerrillo
i Martinez (dir.), La Administracién Digital (pégs. 44-46), Madrid: Dykinson; J. Valero
Torrijos (2018), «La necesaria reconfiguracién de las garantias juridicas en el contexto de
la transformacién digital en el sector publico», en De la Quadra-Salcedo y Pifiar Manas
(dirs.), Sociedad digital y Derecho, Madrid: BOE-Red.es, pdgs. 375-396.

102 12 forma de ejercicio de este derecho se ha concretado en el art. 52 del Real Decreto 203/2021.

103 Tey 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informacién publica y buen
gobierno.
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pectivas legislaciones autonémicas sobre transparencia y acceso a la informacién
publica. Los ciudadanos tenemos derecho a la transparencia en la actividad del
sector publico'™, transparencia que se va a materializar principalmente a través
de medios electrénicos. Asi, la publicidad activa se lleva a cabo a través de sedes
electrénicas, paginas web o el Portal de Transparencia'®, y el derecho de acceso a
la informaci6n publica se materializard «preferentemente por via electrénica» —como
senala el art. 22.1 LT—. La formulacién amplia del citado derecho ha llevado a
la jurisprudencia «a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva» tanto las
limitaciones a tal derecho como las causas de inadmisién de solicitudes de infor-
macion, sin que se acepten limitaciones injustificadas y desproporcionadas (entre
otras, STS de 2 de junio de 2022)'%.

En consecuencia, el sector ptblico viene obligado a prestar servicios digitales
para garantizar los derechos ciudadanos relativos a la transparencia publica.

4. EL RECONOCIMIENTO DE LOS DERECHOS DIGITALES: INCIDENCIA
EN EL SECTOR PUBLICO

Por lo que respecta a nuestro objeto de estudio, no pretendemos realizar
un andlisis exhaustivo de los derechos digitales. Se trata de exponer aquellos que
mids directamente afectan a la relacién ciudadano-Administracién publica, para
repensar su enfoque desde el prisma que impregna la Declaracién de Derechos
y Principios Digitales de la UE y la Carta de Derechos Digitales de Espana'”.
Ambos documentos, sin naturaleza normativa, parten de la centralidad de la per-
sona en la relacién digital y del reconocimiento de su dignidad y de los derechos
normativamente consagrados; enfoque que deben respetar los poderes publicos en
el desarrollo de servicios ptblicos en red.

104 E] 4mbito de aplicacion de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, previsto
en su articulo segundo y tercero, es mds amplio que el sector publico, tal como se concibe
en la legislacién de procedimiento administrativo y del sector puablico.

105 Tratindose de informacién relativa a la Administracién General del Estado, la misma se

facilitard a los ciudadanos a través del Portal de Transparencia.

106 §TS 670/2022, de 2 de junio, FJ 2°, Ponente: José¢ M2 del Riego Valledor.

197 Declaracién conjunta del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisién: Declara-

cién Europea sobre Derechos y Principios Digitales para la Década Digital [COM (2023/

C23/01)] y Carta de Derechos Digitales, aprobada por el Gobierno de la Nacién el 14 de

julio de 2021.

Sobre estos documentos pueden verse, entre otros, M. Barrio Andrés (2021), «Los derechos

digitales: de la LOPDGDD a la Carta de Derechos Digitales de Espana», Derecho Digital

e Innovacion, 9; 1. Gonzalez Rios «La Carta de Derechos Digitales y su reﬂejo normativo:

hacia la humanizacién de la digitalizacién» en Estudios juridicos interdisciplinares de justicia

relacional y servicios de interés general (Digitalizacion y proteccion ambiental), Thomson-Re-
uters Aranzadi; L. Cotino Hueso (coord.) (2022), La Carta de Derechos Digitales, Valencia:

Tirant lo Blanch; J. L. Pinar Manas (2022), «Declaracién Europea sobre los Derechos y

principios digitales para la década digital», Actualidad Juridica Aranzadi, 983.
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4.1. Derecho a la proteccién de datos y derechos digitales

La Ley Orgénica de Proteccién de datos y garantia de los derechos digitales
de 2018 (LOPD)' pone el acento en el derecho fundamental a la proteccién de
datos personales, que de forma tan incisiva puede verse cuestionado en la esfera
digital de relacién. El citado derecho garantiza «un poder de disposicién sobre
los datos personales», que «<impone a los poderes publicos la prohibicién de que
se conviertan en fuentes de esa informacién sin las debidas garantias; y también
el deber de prevenir los riesgos que puedan derivarse del acceso y divulgacién
indebidos de dicha informacién» (STC 292/2000)'®. El sector publico se ve en
el entorno digital —como en el presencial— en la tesitura de tener que garan-
tizar dicho derecho fundamental (ex art. 18.4 CE), a la vez que debe permitir el
derecho de acceso a la informacién publica; al mismo tiempo tiene que aplicar
las medidas de seguridad necesarias para evitar pérdidas o accesos no autorizados
a dichos datos.

Junto al derecho a la proteccién de datos personales, el titulo X de la LOPD
regula especificos derechos digitales''’, de los cuales vamos a referirnos a aquellos
que se ven afectados de forma mds directa en la prestacion de servicios digitales.

4.2. la garantia del derecho de acceso a internet

Si bien el reconocimiento de los citados derechos resulta relevante para el ciuda-
dano en su relacién con el sector puiblico, mds importancia si cabe hay que dar a un
aspecto previo a ese reconocimiento y garantfa de derechos, el desarrollo de politicas
orientadas a evitar la brecha digital, facilitando el acceso a internet de todo colectivo
(vulnerables, mayores, con necesidades especiales...) y la formacién en competencias
y habilidades digitales'"!. Nos referimos esencialmente a hacer efectivo el derecho de
acceso universal a internet (art. 81 LOPD) y el derecho a la educacién digital (art. 83
LOPD). El acceso a los servicios publicos digitales depende de ello.

Para ello, la Estrategia Espana Digital 2026 y el Plan para la Conectividad
y las Infraestructuras digitales''? se marcan como objetivo «garantizar una conec-

108 Ley Orgénica 3/2018, de 5 de diciembre, de Proteccién de datos y garantia de los derechos
digitales.

109 L2 STC 292/2000, de 30 de noviembre (RTC 2000, 292), recoge doctrina reiterada del
Tribunal Constitucional sobre el derecho a la proteccién de datos y su diferenciacién res-
pecto al derecho a la intimidad personal y familiar.

119 Ta mayoria de ellos dotados de la proteccién reforzada que le otorga su carécter de orgdnicos.

" En esta linea se pronuncia el art. 97 de la LOPD que se refiere a las politicas de impulso
de los derechos digitales, encomendando al Gobierno, en colaboracién con las CC. AA,, la
elaboracién de un Plan de Acceso a Internet con los objetivos referidos.

"2 Con una inversién publica de 2.320 millones de euros para el periodo 2021-2025, se pro-
ponen medidas como la extensién de la banda ancha ultrarrdpida, bonos de conectividad
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tividad digital adecuada a toda la poblacién, promoviendo la desaparicién de la
brecha digital entre zonas rurales y urbanas». Uno de los objetivos del Plan de
Conectividad es el acceso de la poblacién a servicios esenciales a distancia, citando
la educacién y la sanidad. A ello se suma el Plan Nacional de Competencias Digi-
tales, en lo que ahora nos interesa, con propuestas de digitalizacién que van desde
el dmbito escolar al universitario, y que se extienden a la formacién profesional,
personal al servicio de las Administraciones publicas y pymes.

La plasmacién normativa de ese derecho de acceso universal a internet la
encontramos en el titulo I1I de la Ley General de Telecomunicaciones que somete
a los operadores al servicio universal y otras obligaciones de servicio publico,
incluyendo en el primero los servicios cuya prestacién se garantiza a los consumi-
dores con independencia de su localizacién y en condiciones de neutralidad tec-
nolégica, a una calidad determinada y a un precio asequible (con servicios como
el acceso adecuado y disponible a internet de banda ancha)'".

Ese derecho de acceso a internet se complementa con la necesaria adop-
cién de medidas que faciliten el acceso a los portales de internet a personas con
necesidades especiales o mayores, y que es exigible de forma especial a los centros

educativos''“.

4.3. El derecho a la educacién digital

El art. 83 de la LOPD reconoce el derecho a la educacién digital. Se enco-
mienda al sistema educativo y a los planes de estudios universitarios la insercién
del alumnado en la sociedad digital y el uso respetuoso con medios digitales de la
dignidad humana y los derechos fundamentales; la necesaria formacién del profe-
sorado; asi como la inclusién de materias sobre garantia de derechos digitales y de
proteccién de datos en los temarios de pruebas de acceso a los cuerpos superiores
de la Administracién publica.

Para clarificar el citado derecho hemos de contextualizarlo en la normativa
reguladora del derecho a la educacién, ya analizada. De la misma se deduce que
las administraciones educativas deben fomentar la capacitacién digital y los entor-
nos virtuales de aprendizaje, respetando el principio de accesibilidad universal y

para colectivos vulnerables y para pymes y ultraconectividad de 1 Gb en las islas tecnolé-
gicas.

13 Art. 37 dela Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones.

114 A esa accesibilidad a internet de personas mayores, con necesidades especiales u orientada
a la superacién de la brecha de género se refiere el art. 81, apdos. 3°, 40y 6° de la LOPD;
mientras que la d.a. quinta de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad
de la informacién exige que las Administraciones publicas adopten las medidas necesarias
para que la informacién disponible en sus paginas de internet sea accesible a personas con
discapacidad y de edad avanzada; especialmente esa exigencia se extiende a los centros
publicos educativos.
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velando por el acceso de todos los estudiantes a los recursos digitales'”. En ningtn
caso podemos deducir de esta normativa —que ademds consagra la educacién
bésica (primaria, secundaria y ciclos formativos de grado bésico) como obliga-
toria—, que el derecho a la educacién digital previsto en la LOPD signifique
derecho a una educacién en «formato virtual». Cotino Hueso se ha referido a
la literatura juridica y las organizaciones internacionales que han cuestionado la
ensefianza no presencial (riesgos para la igualdad, para la calidad, para los valores
humanos...)"®.

A nivel universitario, la LOSU reconoce derechos referidos a la digitaliza-
cién, como el derecho del estudiantado al acceso a capacidades, recursos e infraes-
tructuras digitales (art. 33.1) y a la seguridad de los medios digitales y a la garantia
de los derechos fundamentales en internet (art. 33 m). Pero lo mds relevante es
—como ya hemos avanzado mds arriba— que otorgue preferencia a la docencia
presencial, aunque reconozca la posibilidad de impartirla en formato virtual o
hibrido.

El debate sobre si el derecho a la educacién puede hacerse efectivo a través
del uso de medios digitales ha saltado a la luz publica a raiz de la declaracién del
estado de alarma y la suspensién de la actividad educativa por el Real Decreto
463/2020'7. Dicha suspensién dio lugar a un recurso de inconstitucionalidad
resuelto en la STC 148/2021'®8. La fundamentacién de la demanda se apoya en
que el derecho fundamental a la educacién se configura en torno al centro educa-
tivo a través de la educacién presencial, por lo que su suspensién y sustitucién por
la modalidad a distancia on/ine se considera que vulnera el citado derecho funda-
mental. Sin embargo, el Tribunal Constitucional no aprecia inconstitucionalidad
en la medida, pues sostiene que el art. 27 CE no consagra un derecho a la escolari-
zaci6n entendida como asistencia personal al centro, aunque reconoce que la LOE
regula la ensenanza presencial como regla general, admitiéndose otras opciones
legislativas. Ademds, la legislacién reguladora del estado de alarma admite la sus-
pensién de actividades para preservar la vida y la salud puablica. En conclusidn,
para el Tribunal Constitucional la limitacién del derecho a la educacién «conté

115 Asi se deduce del art. 111 bis, apdos. 2°y 7° de la LOE.

116 1 Cotino Hueso (2020), «La ensefianza digital en serio y el derecho a la educacién en
tiempos del coronavirus», Revista de educacion y derecho, 21.

117 Art. 9 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declaré el estado de
alarma para la gestién de la situacién de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19,
modificado por el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, y la prérroga de dicho estado
de alarma por los Reales Decretos 476/2020, de 27 de marzo, 487/2020, de 10 de abril,
492/2020, de 24 de abril.

18 STC 148/2021, de 14 de julio, ponente: Pedro J. Gonzdlez-Trevijano Sénchez.

De interés en la materia resulta el pronunciamiento de la STC 133/2010, de 2 de diciem-
bre, ponente: M2 Emilia Casas, donde se dispone que el legislador ha regulado el derecho
a la educacién partiendo de una escolarizacién obligatoria en un centro docente homolo-
gado como regla general; de donde se deduce su apuesta por la educacién presencial.
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con fundamento suficiente en la ley orgdnica a la que remite el art. 116.1 CE y no
resulté desproporcionada, por lo que tal decisién no es inconstitucional» (STC
148/2021).

Se observa, tanto en el marco normativo como en la propia jurisprudencia
del TC, una apertura a modelos educativos donde la presencialidad se combine
con el entorno virtual, incluso en el dmbito de la educacién obligatoria. Ahora
bien, no debemos olvidar la excepcionalidad que originé el paso a una educacién
online, la declaracién del estado de alarma. Y ello con el objeto de evitar que
el legislador, en su configuracién del modelo educativo, avance de forma pro-
gresiva hacia una educacién no presencial, esencialmente en etapas obligatorias
(Ia reforma de la LOE en 2020 es muestra de dicho avance). La gratuidad de la
ensefianza bdsica, la garantia por parte de los poderes publicos del derecho de
todos a la educacién (art. 27. 4° y 5° CE), el derecho de acceso a la educacién en
igualdad y con cardcter universal (pensemos en la brecha digital) y el principio
de proporcionalidad deben actuar como limites a la generalizacién de prestacio-
nes o servicios educativos en linea. La propia Carta de los Derechos Digitales, al
referirse al derecho a la educacién digital y a los centros que prestan servicios en
entornos virtuales, exige respetar la obligacién de la escolarizacion presencial
en niveles de ensenanza obligatoria.

5. RELACIONES ELECTRONICAS Y DERECHO A LA SALUD

En el dmbito sanitario, el derecho de toda persona a la proteccion de la
salud, en los términos que dispongan las legislaciones nacionales, se reconoce en
la Carta de Derechos Fundamentales de la UE'?, en el art. 43 de la CE y en el
art. 1 de la Ley General de Sanidad (LGS)'*. Esta ley encomienda a los poderes
publicos informar a los usuarios del sistema sanitario ptblico de sus derechos y
deberes (art. 9 LGS), reconociendo el art. 10 un conjunto de derechos ante las
Administraciones sanitarias, entre los que se recoge el derecho a la informacién
sobre los servicios sanitarios, «informacién que deberd ejercerse en formatos ade-
cuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio de diseno para todos, de
manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad»;
previsién donde tiene cabida la informacién a través de internet sobre los servicios
sanitarios. A su vez, la Ley de autonomia del paciente'* desarrolla dicho derecho
a la informacién asistencial, al que se le suma el derecho a la informacién epi-
demioldgica, o sea, a conocer los problemas sanitarios de la colectividad cuando
impliquen un riesgo para la salud publica o individual, el cual debera difundirse

19 Art. 35 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unién Europea (DO18 de diciembre
de 2000).

120 Ley 14/86, de 25 de abril, General de Sanidad.

121 Capitulo II de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, bésica reguladora de la autonomia del
paciente y de derechos y obligaciones en materia de informacién y documentacién clinica.

Revista de Administracién Publica, 221, mayo - agosto (2023), pp. 13-54



50 ISABEL GONZALEZ RIOS

en «términos verdaderos, comprensibles y adecuados» (art. 6) (dentro de estos
términos la difusién a través de las TIC cobra hoy una especial relevancia). Tam-
bién el derecho a la intimidad o a la proteccién de los datos sanitarios se regula
en dicha norma.

Por su parte, la Ley General de Salud Publica (LGSP)'** dedica su titulo I
a exponer los derechos, deberes y obligaciones en salud publica, exigiendo que el
derecho a la informacién en materia sanitaria esté disponible en condiciones y
formatos que permita su plena accesibilidad a las personas con discapacidad (art.
4 d) de la LGSP); regulando el derecho de participacién en las actuaciones de
salud publica'?, el derecho a la igualdad en el desarrollo de aquellas actuaciones,
y el derecho a la intimidad, confidencialidad y respeto a la dignidad (arts. 5 al 7).
La LGSP regula el Sistema de Informacién en Salud Publica que integrard estadis-
ticas, registros y encuestas en esta materia (arts. 40 a 43), donde las aplicaciones
tecnoldgicas resultan fundamentales.

Como puede observarse, la normativa estatal sanitaria es parca en alusiones
a la proteccion del derecho a la salud a través de medios digitales, refiriéndose
esencialmente al acceso a la informacién sanitaria; estariamos mds en el 4mbito
de la transparencia publica que en el prestacional propiamente dicho. Tampoco
la LOPD al regular los derechos digitales se refiere al derecho a la salud digital, a
salvo de la amplia regulacién del tratamiento de datos de salud (disposicién adi-
cional decimoséptima). En cambio, encontramos una amplia referencia al mismo
en la Carta de Derechos Digitales que alude a los entornos digitales de salud y al
derecho de todas las personas al acceso a servicios digitales de salud, asi como a la
libre eleccién de la asistencia presencial.

V. LOS PRINCIPIOS APLICABLES A LOS SERVICIOS PUBLICOS
DIGITALES

1. PRINCIPIOS FUNDAMENTO DE LAS RELACIONES ELECTRONICAS

El predmbulo de la Ley 39/2015 fundamenta las relaciones electrénicas en el
principio de eficacia y de legalidad en la actuacién administrativa (art. 103 CE),
tanto en el marco del procedimiento administrativo como al margen del mismo.

En cualquier caso, todos los principios que tradicionalmente el legislador ha
venido exigiendo en la tramitacién del procedimiento y que se erigen en garantias
del interesado se deben respetar en la tramitacién electrénica de los procedimien-

122 Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Publica.

123 Las actuaciones en salud publica se regulan en el titulo IT de la LGSP, que incluye las labo-
res de vigilancia, la promocién, la prevencién de problemas de salud, la coordinacién de
la promocién de la salud y la prevencién de enfermedades y lesiones, la gestion sanitaria, la
proteccién de la salud de la poblacién y sanidad exterior y salud internacional.
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tos'?%. También los principios de eficiencia y estabilidad presupuestaria cimientan
las relaciones electrénicas'®, aunque no tienen un claro fundamento garantista de
los derechos del ciudadano.

Al mismo tiempo, cuando la relacién electrénica se imponga a un colectivo a
través de reglamento (art. 14.3 de la Ley 39/2015) se deben respetar los principios
de buena regulacién previstos en el art. 129 de dicha ley, debiendo justificarse en
el preimbulo del reglamento. De estos principios cabe destacar el principio de
proporcionalidad que exigiria que la iniciativa de ampliar la relacién electrénica
obligatoria a otros colectivos de personas fisicas constatase que «no existen otras
medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan menos obligaciones a los
destinatarios» (art. 129.3 de la Ley 39/2015). En este sentido, la medida menos
restrictiva de los derechos seria aquella que, siguiendo lo dispuesto en el art. 14.1,
permite al ciudadano optar por la relacién presencial o electrénica (aunque esta
posibilidad no se admite si se ha impuesto la relacién electrénica como obligato-
ria, lo que no acaeceria en el caso de que via reglamento se quisiera imponer por
primera vez esa relacién electronica obligatoria). Por tanto, dicho principio debe-
ria actuar como limite infranqueable a la eliminacién de la relacién presencial,
puesto que hay una medida menos restrictiva'®.

De manera mds concreta, el art. 2 del Real Decreto 203/2021 se refiere a los
principios que con cardcter general deben regir las relaciones electrénicas. Prin-
cipios como el de neutralidad tecnoldgica y adaptabilidad a nuevas tecnologias,
accesibilidad, facilidad de uso, interoperabilidad, proporcionalidad, personaliza-
cién y proactividad son, de manera méds o menos directa, una garantia para los
ciudadanos en su relacién electrénica con la Administracién puablica. La neutra-
lidad tecnolégica no solo permite al ciudadano relacionarse a través de cualquier
tecnologfa, sino que garantiza la libertad de empresa en el desarrollo tecnolégico.
Este principio pone de manifiesto un primer escollo en las relaciones electrénicas:
la necesaria capacitacién para llevarlas a cabo. Este problema se trata de paliar con
el principio de «facilidad de uso» que obliga a que el diseno esté centrado en las
personas usuarias, para minimizar el grado de conocimiento necesario para el uso
del servicio. En la misma linea, el principio de accesibilidad orientado a que el
diseno y mantenimiento de los servicios electrénicos garanticen la igualdad y la

124 En la ordenacién del procedimiento electrénico se respetard el principio de celeridad,
transparencia y publicidad (art. 71 de la Ley 39/2015), asi como el principio de simplifi-
cacién administrativa (art. 72 Ley 39/2015), los principios de contradiccién y de igualdad
de los interesados en el procedimiento (art. 75 de la Ley 39/2015).

125 Previstos en la Ley 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad
Financiera.

126 A ese cuestionamiento de la relacién electrénica obligatoria impuesta por reglamento, he-
mos de unir el hecho de que el procedimiento administrativo se concibe como una garantia
para la defensa de los derechos e intereses legitimos de los interesados, y el medio (electré-
nico) puede condicionar —cuando no impedir— dicha garantfa.
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no discriminacién en el acceso (en especial respecto de personas discapacitadas o
mayores).

A ese conjunto de principios que el sector publico debe respetar en la pres-
tacién de servicios digitales, hemos de unir los orientados a proteger el derecho
fundamental de proteccién de datos personales, a que se refiere la normativa sobre
proteccién de datos: tratamiento licito, leal y transparente; captacién y tratamiento
atendiendo a una finalidad explicita y legitima; que sean adecuados, pertinentes y
limitados en relacién con los fines (minimizacién de datos); exactos y actualiza-
dos; limitacién en el plazo de conservacién y deber de confidencialidad'?.

2. EL PRINCIPIO DE EQUIDAD EN SERVICIOS PUBLICOS DIGITALES DE
NATURALEZA PRESTACIONAL

Si nos centramos en la educacién obligatoria y en la sanidad como servicios
publicos cldsicos, en los mismos se debe reivindicar la prestacién material o pre-
sencial respecto al contenido bésico de esos servicios. Y ello no significa eludir
la digitalizacién de ciertas prestaciones, sino atender a un principio clave que se
vislumbra en la normativa reguladora de ambos servicios. El principio de equidad,
que garantiza la igualdad de derechos y oportunidades y la accesibilidad universal
a esas prestaciones'?®. Principio que hay que reivindicar frente a la obligatoriedad
de su prestacién en red, respecto a la que Cotino Hueso ya auguré que generaria
rechazo bajo la sospecha de privilegio inadmisible de la Administracién publica.

En el dmbito educativo y sanitario, el legislador deberia regular de forma
clara las prestaciones que requieren de presencialidad, méxime teniendo en cuenta
que la legislacién de procedimiento administrativo y la de régimen juridico del
sector publico tienden a la generalizacién de las relaciones electrénicas entre la
Administracion pablica y los ciudadanos. La regulacién positiva de ambos servi-
cios publicos debe integrar los aspectos relativos a su digitalizacién, determinando
el legislador los servicios que admiten su prestacién electrénica o digital. Para ello
se debe tener en cuenta los derechos de los ciudadanos, los principios que rigen
dicha normativa sectorial y el tipo de usuarios predominantes en cada prestacién
(p. ¢j., nifos en los servicios educativos, personas mayores en los sanitarios), sin
olvidar el citado principio de equidad.

127 Art. 5 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de
abril de 2016, relativo a la proteccién de las personas fisicas en lo que respecta al trata-
miento de datos personales y a la libre circulacién de estos datos y por el que se deroga la
Directiva 95/46/UE; y arts. 4 y ss. de la Ley 3/2018, de 5 de diciembre, de Proteccién de
Datos Personales y garantia de los derechos digitales.

128 Art. 1. d) LOE y art. 3 LGSP y arts. 23 y ss. de la Ley de Cohesién y Calidad del Sistema
Nacional de Salud.

129 A. Cotino Hueso (2004), «Derechos del ciudadano administrado e igualdad ante la im-
plantacién de la administracién electrénica», RVAR 68, pags. 125-154 (pag. 147).
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VI. REFLEXIONES FINALES

La digitalizacién de la Administracion publica se vincula al objetivo comu-
nitario de lograr el mercado digital europeo y mejorar la competitividad empre-
sarial. En este proceso, el ciudadano viene asistiendo a una pérdida de garantias
en su relacién con la Administracién publica y a la merma —cuando no elimina-
cién— de la relacién presencial por obligacién.

En este contexto debe analizarse la prestacién de servicios publicos digitales,
entendidos no solo como servicios administrativos, sino también como servicios
publicos prestacionales cldsicos. Teniendo en cuenta que el medio no es inocuo en
la prestacién de los servicios, ni para las garantias de los ciudadanos en la relacién
administrativa.

La creacién de servicios publicos digitales o electrénicos es una materia que
claramente se incardina en la potestad de autoorganizacién, lo que permite un
claro desarrollo por todas las Administraciones publicas. Si a ello sumamos que
el legislador estatal admite que por reglamento se puedan ampliar los colectivos
obligados a la relacién electrénica, podemos concluir que la relacién presencial
tiene fecha de caducidad, y paralelamente la Administracién publica dejard de
asistir a los ciudadanos en el uso de medios digitales.

Ante este panorama, las relaciones digitales entre la Administracién y el ciu-
dadano deben analizarse desde el equilibrio entre prerrogativas —para satisfacer el
interés general insito en la digitalizacién— y garantias de los derechos e intereses
legitimos de los ciudadanos. Cuando estas dltimas puedan verse cercenadas, el
derecho administrativo debe garantizarlas. Y al mismo tiempo hemos de tener
en cuenta que cuando la digitalizacién afecte a un dmbito material propio de un
servicio puablico (p. ¢j., la sanidad o la educacién), la regulacion sectorial especifica
va a condicionarla. Asi, los principios de continuidad, de calidad, de asequibilidad
y de no discriminacion en el acceso deben guiar cualquier regulacion que apueste
por su prestacién no presencial.

Asistimos a un proceso imparable de digitalizacién del sector publico que
exige reparar y prestar especial atencién a los derechos y garantias del ciudadano
en las relaciones electrénicas. De ahi que no solo la legislacién de procedimiento
administrativo comun, sino también otras como la LOPD, reconozcan derechos
digitales, o que se ejercen en un entorno digital. Sin embargo, estos derechos, cuando
se convierten en obligacién, derivada de la relacién electrénica obligatoria, pasan
a ser prerrogativas publicas. Por otro lado, la efectividad de los derechos digitales
que reconoce la LOPD requiere con cardcter previo reparar en dos derechos «pre-
supuestos», el derecho de acceso universal a internet (art. 81 LOPD) y el derecho
a la educacidn digital (art. 83 LOPD), para el desarrollo de posteriores relaciones
administrativas electrénicas. Ambos derechos son desarrollados en su normativa
especifica, que suele ser bastante parca en su reconocimiento.

En definitiva, se atisba en el legislador estatal una apuesta por la prestacion
de servicios publicos digitales, auspiciada por los aires de digitalizacién que nos
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vienen de la UE, que no ha sopesado del todo los riesgos que conlleva para los
derechos y garantias del ciudadano. Las CC. AA. tienen un papel destacado que
realizar en defensa de su autonomia en el ejercicio de la potestad de autoorganiza-
ciény de sus propias competencias sustantivas. A su vez, el principio constitucio-
nal de eficacia en la actuacién administrativa (art. 103 CE), la limitacién en el uso
de la informadtica (art. 18.4 CE), la obligacién de los poderes publicos de remover
los obstéculos para que la libertad y la igualdad del individuo sea real y efectiva
(art. 9.2 CE) y las exigencias que derivan de la especifica regulacién de servicios
publicos, en sentido estricto, cuya prestacion se pretenda hacer online, deben fun-
cionar como condicionantes y resortes en el proceso imparable de digitalizacién
de la Administracién publica.
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